
 

 

COLOMBIA: INFORME DE LOS DERECHOS HUMANOS 2013  
 
RESUMEN EJECUTIVO 
 
Colombia es una república constitucional multipartidista. En 2010, los votantes 
eligieron presidente a Juan Manuel Santos en elecciones que los observadores 
consideraron libres y justas. Las autoridades mantuvieron control efectivo sobre las 
fuerzas de seguridad pero éstas cometieron abusos contra los derechos humanos.  
 
Los problemas más graves en cuanto a los derechos humanos fueron la impunidad, 
la ineficacia del sistema judicial, el desplazamiento forzado, la corrupción y la 
discriminación social. La impunidad y un sistema de justicia ineficaz sujeto a la 
intimidación limitaron la capacidad del estado para enjuiciar competentemente a 
los acusados de violaciones de derechos humanos y procesar a ex miembros de 
grupos paramilitares. Con frecuencia, la disponibilidad de ingresos por narcotráfico 
exacerbó la corrupción. La discriminación social contra los indígenas y los 
afrocolombianos a veces afectó la capacidad de estos grupos para ejercer sus 
derechos. Otros problemas fueron las ejecuciones extrajudiciales; el lento 
enjuiciamiento de ejecuciones extrajudiciales; la colaboración de militares 
insubordinados con miembros de grupos armados ilegales; las desapariciones 
forzadas; las cárceles hacinadas e inseguras; el acoso a los grupos y activistas de 
derechos humanos, incluso con amenazas de muerte; la violencia contra las 
mujeres y niñas; la trata de personas; y el trabajo infantil ilegal. 
 
El gobierno siguió esforzándose para enjuiciar y castigar a los autores de los 
abusos, entre los que se encuentran los miembros de los servicios de seguridad: 
aumentó los recursos para la Fiscalía General de la Nación, dio prioridad a los 
casos de derechos humanos y empleó una nueva estrategia de análisis contextual. 
Sin embargo, persistió un alto índice de impunidad.  
  
Grupos armados ilegales, entre los que se encuentran las organizaciones terroristas 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN), así como grupos de delincuencia organizada, algunos 
con exmiembros paramilitares, llevaron a cabo un gran número de abusos, entre 
ellos: asesinatos políticos; asesinatos de miembros de las fuerzas de seguridad 
pública y funcionarios locales; el uso generalizado de minas terrestres y de 
artefactos explosivos improvisados (AEI); secuestros y desapariciones forzadas; 
soborno e intimidación de jueces, fiscales y testigos; violación de los derechos de 
privacidad de los ciudadanos; restricciones a la libertad de circulación; 
reclutamiento y uso generalizado de niños soldados; ataques contra activistas de 
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derechos humanos; violencia contra las mujeres, incluidas las violaciones y los 
abortos forzados; y acoso, intimidación y asesinato de docentes y sindicalistas. Los 
grupos armados ilegales siguieron siendo responsables de la mayoría de los casos 
de desplazamiento forzado en el país. 
 
Sección 1. Respeto a la integridad de la persona, incluido el derecho a no verse 
sometido a: 
 
a. La privación arbitraria o ilícita de la vida 
 
Los asesinatos políticos e ilegales continuaron siendo un problema muy grave y 
hubo varios informes de que miembros de las fuerzas de seguridad cometieron 
ejecuciones extrajudiciales durante el año relacionadas con el conflicto armado 
interno (véase la sección 1.g.). En comparación con los años 2007 y 2008 cuando 
se notificaron varios centenares de víctimas mortales civiles, los oficiales militares 
denunciaron un menor número de casos de civiles muertos en combate. La Fiscalía 
General de la Nación es la principal entidad responsable de investigar los abusos 
de los derechos humanos por parte de las fuerzas de seguridad. 
 
Hasta final de septiembre, la Fiscalía General registró tres nuevos casos de 
presuntos homicidios con agravantes por agentes del estado. Hasta octubre, las 
autoridades acusaron a 216 miembros de las fuerzas de seguridad y arrestaron a 72 
de ellos por los delitos de homicidio con agravantes o de homicidio de un civil, 
todos menos tres de los cuales se produjeron antes de 2013. 
 
Coordinación Colombia, Europa, Estados Unidos (CCEEU), una organización no 
gubernamental (ONG) local de derechos humanos, denunció que hasta final de 
septiembre se habían registrado al menos siete incidentes de ejecuciones 
extrajudiciales a manos de las fuerzas de seguridad del estado y otras 25 muertes 
debido al uso de fuerza o al uso de fuerza ilegal. La mayoría de las víctimas 
quedaron atrapadas en el fuego cruzado durante los enfrentamientos entre el 
ejército o la policía y los grupos armados ilegales. En varios casos, las autoridades 
militares afirmaron que creyeron que una persona estaba luchando en nombre de 
las FARC, mientras que los miembros de la comunidad afirmaron que la víctima 
no había sido un combatiente. La CCEEU y otras ONG consideraron a las bandas 
delictivas organizadas como una continuación de los grupos paramilitares y en 
ocasiones acusaron al gobierno de colaborar con esos grupos para violar los 
derechos humanos. El gobierno reconoció que algunos exmiembros de grupos 
paramilitares participaron activamente en las bandas delictivas organizadas, pero 
señaló que estas bandas carecían de una estructura de mando unificada y de un 
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programa ideológico que definían las antiguas Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC). Las ONG también incluyeron los homicidios cometidos por estos grupos 
en su definición de “homicidios ilegítimos” (véase la sección 1.g.). 
 
Según un informe de la CCEEU, el 6 de febrero oficiales del ejército asesinaron a 
un civil, Jon Favver Díaz, y falsamente lo presentaron como un guerrillero de las 
FARC muerto en combate. El informe afirma que las tropas del ejército 
manipularon la escena del crimen y obligaron a los testigos a borrar fotografías y 
vídeos que podrían haber servido como prueba de la ejecución extrajudicial. 
 
Organizaciones de derechos humanos, víctimas e investigadores gubernamentales 
acusaron a algunos miembros de las fuerzas de seguridad del gobierno, entre ellas 
el personal de tropa, suboficiales y funcionarios de alto rango de colaborar con las 
bandas delictivas organizadas, que incluían a algunos exmiembros de grupos 
paramilitares, o de tolerar sus actividades. Esta colaboración, en infracción de las 
órdenes del presidente y de los altos mandos militares, puede haber facilitado los 
homicidios ilegítimos y otros crímenes. 
 
El 9 de septiembre, el Juzgado Sexto Penal Especializado condenó al coronel 
Publio Hernán Mejía, excomandante del Batallón La Popa con sede en Valledupar, 
al coronel Pastor Ruíz Mahecha y a los sargentos Aureliano Quejada y Efraín 
Andrade a 19 años de prisión por haber colaborado en 2002 con los jefes 
paramilitares “Jorge 40” y Hernán Giraldo Serna. 
 
El Cuerpo Técnico de Investigación (CTI), conformado por autoridades civiles que 
dependen de la Fiscalía General de la Nación, por lo general investigaba las 
muertes cometidas por las fuerzas de seguridad toda vez que había acusaciones de 
juego sucio. En algunos casos, los primeros socorristas eran miembros de la policía 
nacional, que luego investigaban la muerte. Hasta final de septiembre, las 
autoridades habían arrestado a 146 miembros de las fuerzas armadas a raíz de 
casos de “comportamiento dudoso”, la mayoría de los cuales tuvo lugar antes de 
2013. 
 
Las investigaciones de los homicidios del pasado prosiguieron, aunque lentamente. 
La Fiscalía General de la Nación informó que hasta septiembre había conseguido 
42 condenas nuevas de miembros de las fuerzas de seguridad relacionadas con la 
ejecución de una “persona protegida” (i.e., un civil), 17 nuevas condenas en casos 
relacionados con homicidio agravado y una nueva condena en casos de “homicidio 
simple”. Las condenas correspondieron a casos abiertos antes de 2013.  
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Algunos casos de alta relevancia contra el personal militar dieron lugar a condenas 
o se reabrieron en gran parte debido al testimonio obtenido a través del proceso de 
Justicia y Paz. El 6 de septiembre, según información presentada por varios líderes 
paramilitares desmovilizados, entre ellos el alias “Don Berna”, la Sala de 
Conocimiento de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Medellín ordenó a la Fiscalía General de la Nación que investigara al general del 
ejército Mario Montoya Uribe y al policía general Leonardo Gallego Castrillón por 
su supuesto apoyo en el pasado a grupos paramilitares y sus acciones conjuntas en 
operaciones como “Orión” que tuvieron lugar en zonas marginales alrededor de 
Medellín. El tribunal también ordenó la investigación de los generales Oscar 
Botero Restrepo, Carlos Alberto Ospina e Iván Ramírez, así como de los coroneles 
John Jairo Cardona Chaparro y Germán Morantes Hernández, por su supuesto 
apoyo a grupos paramilitares.  
 
La investigación penal del capitán del ejército Mauricio Zambrano Castro, del ya 
jubilado general del ejército Francisco René Pedraza y del jubilado coronel Tony 
Alberto Vargas Petecua, por las ejecuciones en 2001 de 24 personas, la 
desaparición forzosa de otras 10 y el desplazamiento forzoso de casi 1.900 
personas en un incidente conocido como la masacre de El Naya, no había 
concluido a final de año. La Oficina del Inspector General se negó a abrir una 
investigación disciplinaria en relación a este caso. 
 
De acuerdo con la ONG Monitor de Minas Terrestres, grupos no gubernamentales, 
en particular las FARC y el ELN, plantaron nuevos AEI y minas terrestres (véase 
la sección 1.g.). 
 
Los guerrilleros, en particular las FARC y el ELN, cometieron homicidios 
ilegítimos. Los grupos delictivos organizados que incluían algunos antiguos 
miembros de grupos paramilitares cometieron numerosos asesinatos políticos e 
ilegales, principalmente en las zonas en disputa con los guerrilleros o sin una fuerte 
presencia gubernamental (véase la sección 1.g.). 
 
A final de año, la investigación relacionada con el homicidio del líder de 
restitución de tierras Manuel Ruiz y de su hijo Samir en marzo de 2012 continuó 
bajo la dirección de la unidad nacional de la Fiscalía General para los 
desplazamientos y las desapariciones forzadas. 
 
b. Las desapariciones 
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Siguieron produciéndose desapariciones forzadas, muchas de ellas por motivos 
políticos. Hasta final de septiembre, la Comisión Nacional de Búsqueda había 
documentado más de 85.000 desapariciones desde que comenzó el conflicto 
interno, de décadas de duración, entre las que 21.098 fueron registradas como 
desapariciones forzadas, habiéndose encontrado 17.631 personas con vida y 3.467 
muertas. Según la Comisión, entre el 1º de enero y el 12 de septiembre, se 
registraron 8.347 personas como desaparecidas, entre las que 1.213 estaban 
registradas como presuntas desapariciones forzadas. No todas las desapariciones 
registradas durante el año ocurrieron durante 2013; algunas se registraron años 
después de la desaparición misma. 
 
Desde el 1º de enero hasta final de septiembre, la Fiscalía General de la Nación 
consiguió 22 convicciones de miembros de las fuerzas militares por delitos de 
desapariciones forzadas. A septiembre, la Unidad de Desplazados y Desaparecidos 
en la Fiscalía General recuperó a 110 desaparecidos, de los cuales 97 estaban con 
vida y 13 fueron encontrados muertos. La Unidad siguió acusando a individuos que 
participaron en desapariciones forzadas.  
 
Las FARC, el ELN, así como bandas delictivas organizadas y delincuentes 
comunes continuaron secuestrando a personas, tanto a cambio de rescate como por 
razones políticas (véase la sección 1.g.). 
 
Los Grupos de Acción Unificada por la Libertad Personal (GAULA) --entidades 
militares y policiales formadas para combatir el secuestro y la extorsión-- y otros 
elementos de las fuerzas de seguridad liberaron a más de 79 rehenes durante el año. 
El gobierno informó que al menos dos víctimas de secuestros murieron en 
cautiverio en los primeros nueve meses del año, en comparación con nueve entre 
enero y octubre de 2012. Durante ese período, 12 víctimas de secuestro huyeron de 
sus captores, ocho fueron liberadas a raíz de la presión ejercida por las fuerzas 
armadas y 86 fueron puestas en libertad por sus captores. 
 
c. Tortura y otro trato o castigo cruel, inhumano o degradante 
 
Aunque la ley prohíbe tales prácticas, hubo informes de que la policía, el personal 
militar y los guardias carcelarios a veces torturaron y maltrataron a los detenidos. 
Los miembros de las fuerzas armadas y de la policía acusados de tortura por lo 
general fueron juzgados en los tribunales civiles y no militares. La ONG Centro de 
Investigación y Educación Popular (CINEP) afirmó que hasta junio las fuerzas de 
seguridad del gobierno habían estado involucradas en seis incidentes de tortura 
(uno por parte de la policía nacional y cinco por parte del ejército), frente a ocho 
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incidentes en los primeros 10 meses de 2012. Según el CINEP, el 28 de enero, en 
El Tarra, Norte de Santander, las tropas de la 33ª brigada del ejército torturaron a 
Yovany Pérez Bautista, Carmen Eli Pérez Bautista y Yurgen Antonio Ascanio 
Ascanio, agricultores en el rancho Las Brisas. El CINEP reportó que las tropas 
habían acusado a los agricultores de ser guerrilleros y los torturaron durante 
entrevistas para conseguir información relacionada con “Megateo,” un líder del 
Ejército de Liberación Popular. 
 
Hasta final de octubre, la Fiscalía General de la Nación había acusado de tortura a 
130 miembros de las fuerzas de seguridad (72 policías y 58 miembros del ejército); 
la mayoría de los casos ocurrieron antes de 2013. Hasta final de octubre, la Fiscalía 
General de la Nación informó de una condena de un miembro de las fuerzas 
armadas y de ninguna condena de miembros de grupos armados ilegales en casos 
de tortura. 
 
El CINEP reportó que grupos delincuentes habían sido los responsables por lo 
menos de ocho casos de tortura hasta junio. En otros seis casos, el CINEP no pudo 
identificar a los responsables.  
 
La Fiscalía General de la Nación en Villavicencio ha continuado su investigación 
de la tortura y ejecución en enero de 2012, supuestamente cometidas por soldados 
del ejército, de Víctor Manuel Hilarión Palacios, un reconocido líder campesino. A 
octubre, la investigación seguía en la etapa preliminar. La Fiscalía General de la 
Nación también siguió con la investigación disciplinaria del caso.  
 
El 19 de abril, el juez del 33º circuito penal condenó a los policías Carlos Augusto 
Diaz y Carlos Danilo Posada, ambos pertenecientes a la Policía Metropolitana de 
Bogotá, a cuatro años y tres meses de prisión y a una multa de unos 20 millones de 
pesos (US$10.300) por haberle prendido fuego a un muchacho de 15 años que 
dormía bajo un puente en 2012, causándole heridas que por último causaron su 
muerte. 
 
Condiciones en cárceles y centros de detención 
 
Con excepción de las nuevas instalaciones, las cárceles y los centros de detención 
presentaron hacinamiento, carencia de saneamiento razonable y atención de salud y 
nutrición deficientes para los detenidos. La capacitación inadecuada de los 
oficiales siguió siendo un problema en todo el sistema penitenciario. 
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Condiciones físicas: Las cárceles municipales y 138 centros penitenciarios 
nacionales fueron diseñados para albergar a 75.726 individuos, pero se excedió la 
capacidad en un 56%. A 31 de agosto, había 118.478 prisioneros y detenidos: 
109.392 hombres y 9.086 mujeres. El hacinamiento existía tanto en prisiones para 
hombres como para mujeres. El gobierno reconoció que los centros penitenciarios 
de mujeres no tenían ginecólogos y que los que albergaban a niños que 
permanecían con los padres no contaban con pediatras. El Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (INPEC) está a cargo de los centros penitenciarios 
nacionales y supervisa las cárceles. 
 
La ley prohíbe que los detenidos en prisión preventiva estén con los condenados, 
aunque a veces esto ocurría. Las autoridades no pusieron a los detenidos y reclusos 
menores de edad con los reclusos adultos, pero permitieron que menores de tres 
años de edad permanecieran con la madre en los centros penitenciarios. Al 17 de 
septiembre, el INPEC tenía inscritos a 87 niños que vivían con sus madres 
encarceladas. 
 
La Fiscalía General de la Nación continuaba investigando las denuncias de que 
algunos guardias de ordinario usaban fuerza excesiva y trataban a los presos 
brutalmente. Informó que, hasta final de octubre, había registrado 89 
investigaciones (tanto activas como inactivas) en las que se implicaba a 159 
guardias. Durante el año, llegó a un solo veredicto disciplinario. Además, la 
Oficina de Control Interno del INPEC investigó 47 informes de abuso físico y un 
caso de abuso sexual. Entre enero y octubre, hubo 88 muertes carcelarias: 67 por 
causas naturales, 11 suicidios, siete por peleas entre presos, dos debidas a 
accidentes y una por intoxicación. El INPEC registró 997 disturbios carcelarios 
violentos hasta final de agosto.  
 
Muchos reclusos continuaron enfrentándose a dificultades para recibir atención 
médica adecuada. La nutrición y la calidad del agua fueron deficientes y 
contribuyeron a la mala salud general de muchos reclusos. El 31 de mayo, de 
acuerdo con el Ministerio de Justicia, el INPEC declaró estado de emergencia en 
las prisiones del país debido al hacinamiento, a los problemas de infraestructura y a 
las malas condiciones sanitarias que ponían en peligro la salud de la población 
penitenciaria.  
 
La planta física del INPEC se encontraba en malas condiciones. La Oficina del 
Inspector General observó que en algunas instalaciones la ventilación era 
insuficiente y los sistemas sanitarios estaban sobrecargados. Los presos en algunos 
centros penitenciarios a gran altitud se quejaron de la falta de mantas y prendas de 
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vestir adecuadas, mientras que los presos en prisiones tropicales se quejaron de que 
el hacinamiento y la escasa ventilación provocaban altas temperaturas en las 
celdas. Muchos reclusos dormían sobre el piso sin colchón mientras que otros 
compartían catres en celdas hacinadas. 
 
Administración: El INPEC usó una base de datos electrónica centralizada con 
actualizaciones periódicas, y cada centro penitenciario tuvo también su propia base 
de datos local. Sin embargo, observadores diplomáticos extranjeros con frecuencia 
determinaron que la información en ambos sistemas no estaba bien coordinada, 
con lo cual hubo demoras en poder localizar a reclusos extranjeros. Las autoridades 
utilizaron periódicamente otras opciones de condena, como el arresto domiciliario 
para los delincuentes no violentos a fin de mitigar el hacinamiento. 
 
Las autoridades permitieron a los reclusos celebrar sus prácticas religiosas. 
Algunos reclusos vegetarianos y musulmanes reportaron dificultades en cuanto a 
recibir comidas acordes a sus necesidades. Los reclusos tuvieron acceso razonable 
a visitas y, por lo general, pudieron presentar denuncias a las autoridades judiciales 
y solicitar investigaciones de condiciones inhumanas. Los reclusos también 
pudieron solicitar que terceros de las ONG locales o dependencias 
gubernamentales, tales como la Defensoría del Pueblo, los representaran en los 
asuntos jurídicos y los ayudaran para lograr investigaciones de las condiciones 
carcelarias. Aunque las autoridades investigaron esas denuncias, algunos reclusos 
afirmaron que las investigaciones fueron lentas y el público no podía acceder a los 
resultados. 
 
Supervisión independiente: El gobierno permitió a los grupos de derechos 
humanos locales e internacionales supervisar de manera independiente las 
condiciones en los centros penitenciarios. El INPEC exigió una notificación de tres 
días de antelación para conceder el acceso consular. Algunas ONG se quejaron de 
autoridades que les negaron acceso a visitar a los reclusos sin darles una 
explicación adecuada.  
 
Mejoras: En enero, el INPEC financió programas de fumigación en todos sus 
centros penitenciarios (para el control de las poblaciones de insectos y roedores) y 
para mejorar la calidad del agua. En mayo, puso en marcha nuevos protocolos 
sanitarios para identificar y corregir las deficiencias sanitarias y aumentó la 
cantidad de recursos para la eliminación de los residuos sólidos. 
 
Durante el año, el gobierno puso en marcha un “procedimiento de emergencia” 
para hacer frente a lo que llamó la “crisis carcelaria”. Se incluyó en este 
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procedimiento la elaboración de 24 planes de acción especializados, tales como 
actividades orientadas a combatir la corrupción, promover el respeto a los derechos 
humanos entre los reclusos y los guardias, reducir el hacinamiento, asegurar la 
salud fiscal de la institución, mejorar la seguridad y el acceso a los servicios 
básicos de salud. El INPEC trabajó con CAPRECOM, el proveedor privado de 
atención de salud, para establecer equipos, d acción inmediata a fin de ofrecer 
servicios médicos generales, dentales, de optometría y farmacéuticos, y mejorar la 
calidad y cobertura de los servicios de atención de salud a los reclusos. En agosto 
el INPEC solicitó formalmente que la Comisión Nacional del Servicio Civil 
incrementara el número de empleados internos asignados a prestar servicios de 
salud a los reclusos. A pesar de que un decreto en 2012 permitía tener a 
proveedores de servicios de salud diferentes a CAPRECOM para ofrecer estos a 
los reclusos, a fines del año el Ministerio de Salud no había establecido 
mecanismos formales para que otros proveedores de servicios de salud lo pudieran 
hacer.  
 
El gobierno continuó un programa piloto con universidades locales y otras 
organizaciones para crear programas de aprendizaje a distancia con las principales 
universidades del país. Un total de 877 estudiantes de derecho y pasantes 
ofrecieron asesoramiento jurídico a reclusos hasta final de agosto. El INPEC 
asignó 500 millones de pesos (US$258.000) a su plan educativo para el año y 
ofreció capacitación en derechos humanos a sus empleados así como capacitación 
especializada a los guardias. A octubre, 3.873 empleados del INPEC habían 
participado en capacitación especializada. 
 
d. La detención o el arresto arbitrarios 
 
Aunque la ley prohíbe el arresto y la detención arbitrarios, hubo denuncias de que 
las autoridades detenían a ciudadanos de manera arbitraria. Según el CINEP, hubo 
39 casos de tales detenciones arbitrarias en el primer semestre del año. 
 
El 29 de agosto, según la Corporación Sembrar, una ONG de derechos humanos 
con base en Bogotá, la policía antidisturbios en Soacha, Cundinamarca, detuvo 
arbitrariamente a 10 hombres después de que éstos describieran su participación en 
una “protesta pacífica”. La Corporación Sembrar alegó, además, que durante la 
detención la policía sometió a los hombres a diferentes formas de tortura, entre 
ellas las descargas eléctricas. Según informes de prensa, un juez ordenó su puesta 
en libertad el 25 de septiembre citando la falta de pruebas en su contra.  
 
Función de la policía y del sistema de seguridad 
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La Policía Nacional de Colombia (PNC) tiene la responsabilidad de hacer cumplir 
la ley nacional y está bajo la jurisdicción del Ministerio de Defensa. La PNC 
comparte las funciones de aplicación de la ley con el Cuerpo Técnico de 
Investigaciones (CTI) de la Fiscalía General de la Nación. Además de su 
responsabilidad de defender al país contra las amenazas externas, el ejército 
comparte una responsabilidad limitada en la aplicación de la ley y el 
mantenimiento del orden dentro del país. Por ejemplo, las unidades militares a 
veces brindaron apoyo logístico y de seguridad a los investigadores penales para 
que recabaran pruebas en zonas de alto conflicto o distantes. El gobierno siguió 
ampliando la educación y la capacitación de las fuerzas armadas en materia de 
derechos humanos y del derecho humanitario internacional. 
 
La Fiscalía General de la Nación es la principal entidad responsable de investigar 
los abusos de los derechos humanos que las fuerzas de seguridad cometieron 
durante el año y en años anteriores. De estos abusos, las ejecuciones extrajudiciales 
fueron las de más alto perfil y las más polémicas. Desde el 1º de enero hasta final 
de octubre, las 30 oficinas seccionales de la Fiscalía General de la Nación acusaron 
a 211 miembros de las fuerzas de seguridad de homicidio agravado o de homicidio 
de una persona bajo protección. De estos, 195 eran miembros de las fuerzas 
armadas y 16 eran miembros de la policía nacional. Además, la Unidad de 
Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación acusó a 171 miembros del 
ejército de estos crímenes durante el año, todos por actos cometidos antes de 2013. 
Hasta final de octubre las oficinas regionales de la Fiscalía General de la Nación 
reportaron haber conseguido condenas contra tres miembros de las fuerzas 
armadas.  
 
El gobierno mejoró considerablemente la investigación y el enjuiciamiento de 
abusos, pero las denuncias debido a la impunidad de los miembros de las fuerzas 
de seguridad siguieron siendo generalizadas. En algunos casos, esto se debió a la 
obstrucción de la justicia, a la falta de recursos para las investigaciones y a la 
protección de testigos y de investigadores, a las tácticas dilatorias de los abogados 
defensores, al fracaso del sistema judicial para ejercer controles adecuados sobre 
los expedientes y el progreso de las causas, y a la falta de coordinación entre las 
entidades gubernamentales que a veces causaron que terminaran los períodos de 
encarcelamiento, lo cual dio lugar a que un acusado abandonase la cárcel antes del 
juicio. 
 
Aunque muchos grupos de derechos humanos siguieron criticando a la Fiscalía 
General de la Nación de acusar a personal militar de bajo rango y evitar las 
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investigaciones de comandantes de alto rango, la fiscalía inició una investigación 
judicial de los generales del ejército Luís Alfonso Zapata Uribe y Héctor Jaime 
Fandiño Rincón por su supuesta complicidad en la masacre en 2005 en San José 
de Apartado, según testimonio presentado por un capitán del ejército y de por lo 
menos 10 exmiembros de grupos paramilitares.  
 
Procedimientos de arresto y trato de los detenidos 
 
La policía detuvo a sospechosos con órdenes judiciales emitidas por los fiscales 
basadas en causa probable, pero no se requiere una orden judicial para detener a 
delincuentes sorprendidos en flagrante delito o que huyen de la escena de un delito. 
Los miembros de las fuerzas armadas detuvieron a miembros de grupos armados 
ilegales capturados en combate pero que no tenían autorización para ejecutar 
órdenes judiciales. Los miembros del CTI que acompañaban a unidades militares 
podían dar tales órdenes. Las autoridades deben hacer comparecer a los detenidos 
ante un juez en las 36 horas siguientes para determinar la validez de la detención, 
interponer una acusación formal en un período de 30 días e iniciar el juicio en el 
plazo de 90 días a partir de la detención inicial. La fianza es una posibilidad para 
todos los delitos, excepto los graves como el asesinato, la rebelión o el 
narcotráfico. Los defensores públicos contratados por la Defensoría del Pueblo 
asistieron a los acusados indigentes. Las autoridades concedieron a los detenidos 
acceso inmediato a asistencia letrada y a su familia según lo dispuesto por la ley. 
En general, las autoridades respetaron estos derechos. 
 
Arresto arbitrario: Mientras que el Gobierno caracterizaba las detenciones 
basándose en el cumplimiento de los requisitos legales, las ONG aplicaban otros 
criterios al definir “detención arbitraria”, tales como detenciones a raíz de pistas 
proporcionadas por informantes acerca de personas vinculadas a actividades de la 
guerrilla, detenciones de miembros de las fuerzas de seguridad sin orden judicial, 
detenciones basadas en la autoridad administrativa, detenciones durante las 
operaciones militares o en controles de carretera, detenciones a gran escala y 
detenciones de personas mientras “ejercían sus derechos fundamentales”. 
Prominentes ONG de derechos humanos se quejaron de que el gobierno detenía 
arbitrariamente a decenas de personas, en particular líderes comunitarios, activistas 
sindicales y defensores de los derechos humanos. El CINEP informó que las 
fuerzas de seguridad detuvieron arbitrariamente a 39 personas hasta final de 
septiembre. 
 
Detención previa al juicio: El Consejo Superior de la Judicatura informó que el 
sistema judicial civil tenía un número considerable de casos acumulados, lo cual 
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dio lugar a un gran número de detenidos en prisión preventiva. La aplicación del 
sistema acusatorio oral, promulgado en todo el sistema de justicia penal en 2008, 
hizo disminuir marcadamente las demoras y eliminó la falta de transparencia que 
sobrecargaba al antiguo sistema. Sin embargo, siguió habiendo un gran número de 
causas atrasadas del sistema anterior. El hecho de que muchos comandantes 
militares locales y supervisores de cárceles no llevaran registros obligatorios de 
detención ni siguieran los procedimientos de notificación dificultó la 
contabilización de todos los detenidos. No se dispuso de información sobre el 
porcentaje de detenidos en prisión preventiva o el promedio de tiempo que los 
detenidos pasan en detención preventiva. En algunos casos, los detenidos fueron 
liberados sin haber sido sometidos a juicio porque ya habían cumplido más de un 
tercio de la condena máxima que correspondía a sus acusaciones. 
 
Grupos de la sociedad civil se quejaron de que las autoridades sometieron a 
algunos líderes de la comunidad a detención preventiva prolongada. 
 
e. Denegación de un juicio público imparcial 
 
La ley establece un poder judicial independiente y el gobierno, por lo general, 
respetó la independencia de la judicatura. La mayor parte del sistema judicial 
estaba sobrecargado y era ineficaz, y el soborno e intimidación de jueces, fiscales y 
testigos dificultó la independencia judicial. Aunque la Fiscalía General de la 
Nación tenía un programa de protección de testigos en causas penales, los testigos 
que no se acogieron al programa siguieron siendo vulnerables a la intimidación, y 
muchos se negaron a testificar. 
 
El sistema de justicia militar puede investigar y enjuiciar a personal militar y 
policial en servicio activo por delitos “relacionados con actos del servicio militar”. 
El código penal militar excluye específicamente a los civiles de la jurisdicción 
militar, y los tribunales civiles deben juzgar al personal policial y militar jubilado, 
si bien los tribunales militares son responsables de los actos relacionados con el 
servicio que haya cometido con anterioridad a su jubilación. 
 
En octubre, el Tribunal Constitucional anuló una reforma constitucional 
promulgada a finales de 2012 y la legislación de su aplicación aprobada en junio, 
alegando la violación de una norma procesal como la causa de su oposición a la 
legislación. Las nuevas leyes hubiesen definido aún más la competencia de los 
tribunales militares y civiles por delitos presuntamente cometidos por el personal 
militar y policial por medio de una lista de siete violaciones de derechos humanos 
que deben ser juzgados exclusivamente por tribunales civiles: tortura, ejecuciones 
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extrajudiciales, desplazamientos forzados, violencia sexual, crímenes de lesa 
humanidad, genocidio y desaparición forzada. La enmienda establece que todas las 
demás violaciones de la ley humanitaria internacional (crímenes de guerra) deben 
juzgarse en tribunales militares y, para ello, los sistemas de justicia militar y civil 
deben decidir la jurisdicción adecuada de los casos pendientes en el plazo de un 
año de la promulgación de la enmienda. 
 
Hasta final de julio, las autoridades habían transferido 76 casos de homicidio del 
sistema de justicia militar al de justicia civil. Durante el mismo período habían 
transferido 33 casos del sistema de justicia civil al sistema de justicia militar. 
Muchas de las causas fueron transferidas como parte de un plan en el que los 
funcionarios del sistema de justicia militar y de la Fiscalía General de la Nación se 
reunían periódicamente para analizar los casos y acordar los que serían transferidos 
sin ser sometidos a un examen prolongado de más alto nivel por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
 
El código penal militar deniega a los comandantes la facultad de impartir disciplina 
de la justicia militar y ofrece protección jurídica a los miembros del personal 
militar que se niegan a obedecer órdenes de cometer abusos contra los derechos 
humanos. El ejército tiene autoridad discrecional para dar de baja al personal 
implicado en violaciones de derechos humanos. 
 
La Fiscalía General de la Nación es responsable de las investigaciones de delitos 
penales y de los juicios correspondientes. Su Unidad de Derechos Humanos, que 
incluye 12 oficinas satélite, se especializa en la investigación de delitos contra los 
derechos humanos, y al 15 de noviembre sus 114 fiscales especializados 
manejaban 6.661 causas activas. 
 
La Oficina del Inspector General investiga las denuncias de mala conducta de los 
empleados públicos, entre ellos los miembros de las fuerzas de seguridad del 
estado. Esta Oficina remitió todas las causas que recibió de violaciones de 
derechos humanos a la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la 
Nación. Al 15 de septiembre, la Oficina del Inspector General había iniciado 
256 causas disciplinarias contra miembros de las fuerzas armadas y de la policía 
por violaciones de derechos humanos.  
 
Procedimientos judiciales 
 
En el marco del nuevo código procesal penal acusatorio en vigencia desde 2008, el 
fiscal presenta una acusación y las pruebas ante un juez imparcial en un juicio oral 
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y público. El acusado se presume inocente hasta que se pruebe su culpabilidad más 
allá de duda razonable y tiene derecho a confrontar las pruebas en su contra en el 
juicio, presentar sus propias pruebas, así como a ponerse en contacto con el 
abogado de su elección (o a que se le suministre uno cuyos gastos serán 
solventados con fondos públicos). Los acusados cuentan con el tiempo y las 
instalaciones necesarias para preparar su defensa. No hay participación de jurados. 
Los delitos cometidos antes de la aplicación del nuevo código de 2008 se procesan 
según el sistema inquisitivo por escrito previo en el que el fiscal es un magistrado 
de instrucción que investiga, determina las pruebas y dicta una sentencia de 
culpabilidad o inocencia. El juicio consiste en la presentación de pruebas y el 
establecimiento de culpabilidad o inocencia ante un juez para su ratificación o 
rechazo. 
 
En el sistema de justicia militar, los jueces militares presiden las cortes marciales 
sin jurados. El abogado puede representar al acusado y llamar a testigos a 
comparecer, pero la mayor parte de la determinación de los hechos se lleva a cabo 
durante la etapa de investigación. Los jueces militares de la causa instancia deben 
pronunciar sentencia en el término de los ocho días siguientes a una audiencia de 
corte marcial. Los representantes de la Oficina del Inspector General civil deben 
estar presentes en las cortes marciales. 
 
El procedimiento penal en el sistema de justicia militar incluye elementos de los 
sistemas inquisitivo y acusatorio. Los acusados son considerados inocentes hasta 
que se demuestre lo contrario y tienen derecho a la consulta oportuna con el 
abogado. La ley prevé el derecho a un juicio justo y, en general, el poder judicial 
independiente hizo respetar ese derecho. 
 
Presos y detenidos por motivos políticos 
 
El gobierno declaró que no tenía presos políticos. Miembros de los grupos de 
defensa de derechos humanos fueron detenidos, acusados de conspiración, rebelión 
o terrorismo, lo que los grupos describieron como una táctica de hostigamiento dl 
gobierno contra los defensores de derechos humanos. Según el INPEC hubo 2.440 
detenidos acusados o condenados por rebelión o por ayudar a la insurgencia; 1.395 
de los cuales habían sido condenados y 1.042 se encontraban en detención 
preventiva ya fuera en prisiones, bajo arresto domiciliario o bajo vigilancia con un 
dispositivo electrónico de vigilancia a la espera de la sentencia. El resto se 
encontraba bajo libertad provisional a la espera de decisiones judiciales. El 
gobierno ofreció al Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) acceso regular a 
estos prisioneros.  
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Procedimientos y recursos judiciales civiles 
 
Los ciudadanos pueden demandar a un agente o entidad del estado en el Tribunal 
Contencioso Administrativo por daños resultantes de una violación de derechos 
humanos. Aunque los críticos se quejaron de demoras en el proceso, el tribunal por 
lo general se consideraba imparcial y eficaz. Los casos relacionados con 
violaciones de los derechos humanos de una persona pueden ser presentados a 
través de peticiones por individuos u organizaciones a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, que a su vez puede presentar el caso ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). La Corte puede ordenar los 
recursos civiles, incluso una justa indemnización a la persona agraviada.  
 
Decisiones de los tribunales regionales de derechos humanos 
 
El país está sujeto a jurisdicción de la Corte IDH. A finales de año, la corte había 
emitido dos decisiones vinculantes contra el gobierno, con las que el gobierno no 
había cumplido plenamente, pero generalmente había reconocido su deber de 
hacerlo. 
 
Restitución de bienes 
 
La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Ley de Víctimas) siguió 
proporcionando una base legal para la asistencia y reparación a las personas, entre 
ellas las víctimas del estado, pero el gobierno admitió que el ritmo de restitución 
era lento. El Departamento para la Prosperidad Social (DPS) manejó cuestiones 
relacionadas con las víctimas, la pobreza, la consolidación, la memoria histórica y 
la protección de niños y adolescentes. La Unidad de Víctimas del DPS encabeza la 
atención del gobierno a las víctimas. La Unidad de Restitución de Tierras, entidad 
semiautónoma en el Ministerio de Agricultura, es responsable de restituir las 
tierras a las víctimas desplazadas por conflictos. A octubre, el gobierno había 
restituido las tierras de 373 familias de un total de 360.000 familias para el año 
2022. 
 
Hasta octubre, más de 40.000 víctimas se habían presentado para reclamar sus 
tierras. Más de 9.800 denuncias estuvieron ubicadas dentro de las zonas previstas 
por el gobierno para restitución y fueron transferidas a estudio activo. A finales de 
agosto, se trasladaron 2.538 reclamaciones al proceso judicial. El Ministerio de 
Relaciones Exteriores informó que a finales de octubre, los tribunales habían 
dictado 614 resoluciones, mientras que el Consejo Superior de la Judicatura, el 
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órgano encargado de la parte judicial de la restitución, informó que los tribunales 
habían dictado 277 resoluciones. La Oficina del Inspector General intervino para 
apoyar a los reclamantes de tierras en 191 casos de enero a julio. 
 
De acuerdo con la Dirección de Asuntos Étnicos de la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, la unidad había recibido 
883 solicitudes de restitución presentadas por personas autodenominadas 
afrocolombianas y 590 solicitudes de personas autodenominadas indígenas. 
 
Para muchos pequeños propietarios de tierras, la titulación formal de tierras siguió 
siendo un proceso desalentador. Sin un título legal completo y documentado, los 
campesinos son más vulnerables al desplazamiento. Los organismos 
gubernamentales y los grupos de derechos humanos estimaron que grupos ilegales, 
entre ellos los guerrilleros, incautaron entre aproximadamente 1 millón y 4 
millones de hectáreas de tierras de propietarios de pequeñas parcelas durante las 
décadas que ha durado el conflicto. Los antiguos grupos paramilitares y las FARC 
robaron cerca del 80% de la tierra, y sólo una pequeña fracción fue recuperada por 
el gobierno tras la desmovilización de las AUC en 2006. 
 
f. La injerencia arbitraria en la intimidad personal, la familia, la vivienda o la 
correspondencia 
 
La ley prohíbe tales acciones y si bien el gobierno generalmente respetó la ley, 
hubo algunas denuncias de excepciones. Las autoridades gubernamentales por lo 
general necesitan una orden judicial para interceptar correspondencia o vigilar las 
conversaciones telefónicas, incluso en las cárceles. Sin embargo, los organismos 
gubernamentales de inteligencia que investigan a las organizaciones terroristas a 
veces vigilaban las conversaciones telefónicas sin autorización judicial, si bien las 
pruebas obtenidas de esa manera no podían ser usadas en un juicio. 
 
Hasta final de octubre, la Fiscalía General de la Nación inició dos investigaciones 
penales de agentes estatales por actividades de vigilancia ilegal. Los acusados eran 
miembros de la policía nacional. Además, hasta final de septiembre la Oficina del 
Inspector General había iniciado tres investigaciones disciplinarias de funcionarios 
públicos acusados de vigilancia ilegal. 
 
Una investigación del CTI continuaba en cuanto a alegaciones de que el ya 
desmantelado Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) había vigilado 
ilegalmente a magistrados del alto tribunal, periodistas, organizaciones y activistas 
de derechos humanos, líderes de la oposición y la vicepresidencia. Al 15 de 
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noviembre, por lo menos 11 casos relacionados con vigilancia ilegal por el DAS 
habían dado lugar a condenas mientras que otros 52 casos continuaban. 
 
La investigación del exdirector del DAS, Jorge Aurelio Noguera Cotes, por 
conspiración, abuso de poder, violación ilícita de las comunicaciones y uso ilícito 
de equipos por su participación en el caso de vigilancia ilegal del DAS continuaba 
a final de año. Noguera ya se encontraba cumpliendo una sentencia de 25 años de 
cárcel por sus anteriores vínculos con grupos paramilitares. 
 
Una investigación realizada por miembros de la comisión de acusaciones de la 
Cámara de Representantes sobre el ex presidente Álvaro Uribe Vélez por su 
participación en el caso de vigilancia ilegal por parte del DAS se inició 
oficialmente durante el año, pero se suspendió en mayo después de que la defensa 
denunciara que los representantes que se desempeñaban como investigadores 
deberían ser recusados. 
 
En octubre, continuaba el juicio en el Tribunal Superior de Justicia de María del 
Pilar Hurtado, exdirectora del DAS (2007-08), y de Bernardo Moreno, secretario 
privado del expresidente Uribe, por su participación en el caso de vigilancia ilegal 
del DAS. 
 
Las ONG siguieron acusando a las entidades nacionales de inteligencia o seguridad 
de espiar a los abogados o a los defensores de los derechos humanos, 
amenazándolos e irrumpiendo en sus residencias u oficinas para robar información. 
Por ejemplo, en junio Jimmy Alexander Moreno, un líder comunitario en 
Floridablanca, Santander, reportó que miembros de la unidad de investigación de la 
Quinta Brigada del ejército lo siguieron, lo acosaron y lo filmaron en video. La 
ONG Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes del Estado reportó la 
participación de la Quinta Brigada, lo que más adelante la policía confirmó.  
 
El Gobierno continuó utilizando informantes civiles voluntarios para identificar a 
terroristas, informar de las actividades terroristas y recopilar información sobre las 
bandas de delincuentes. Algunos grupos nacionales e internacionales de derechos 
humanos criticaron esta práctica por estar sujeta a abusos y ser una amenaza a la 
privacidad y otras libertades civiles. El gobierno sostuvo que la práctica estaba de 
acuerdo con el “principio de solidaridad” expresado en la Constitución y que la 
remuneración de dichos informantes estaba estrictamente reglamentada por la 
Contraloría General de la República. 
 
g. Uso excesivo de fuerza y otros abusos en los conflictos internos 
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Continuó en el país el conflicto armado interno, que ha durado varias décadas, 
entre las fuerzas gubernamentales y dos grupos guerrilleros terroristas (las FARC y 
el ELN). El gobierno continuó con las negociaciones para una paz oficial con las 
FARC durante todo el año y en agosto anunció planes de negociaciones iniciales 
de paz oficial con el ELN. Existieron numerosos abusos en el contexto del 
conflicto y del narcotráfico.  
 
Miembros de la guerrilla continuaron desmovilizándose. A finales de octubre, 
según el Ministerio de Defensa, 917 miembros de grupos guerrilleros se habían 
desmovilizado, en comparación con aproximadamente 840 durante el mismo 
período en 2012, lo que representó un aumento del 8% en las desmovilizaciones. 
La Organización de los Estados Americanos (OEA) verificó todas las etapas de la 
desmovilización y la reinserción social de los excombatientes de la guerrilla y 
grupos paramilitares. 
 
El Ministerio de Defensa siguió aplicando un acuerdo con la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACDH) para 
seguir el curso de siete de las 15 medidas del ministerio destinadas a mejorar la 
observancia de los derechos humanos. El ministerio llevó a cabo cuatro sesiones de 
formación en derechos humanos planeadas y ejecutadas por militares para 187 
empleados del ministerio, y capacitó a 122 empleados de la justicia militar y a 
civiles mediante una capacitación del Instituto de Defensa de Estudios Jurídicos 
Internacionales a fin de año. El ministerio participó en una serie nacional de foros 
sobre derechos humanos, organizados por el Programa Presidencial de Derechos 
Humanos. 
 
El gobierno también aprobó el Marco Legal para la Paz, una reforma constitucional 
que establece un marco de justicia para la transición en caso de que las 
conversaciones de paz fuesen exitosas. El marco permite al sistema judicial dar 
prioridad a los casos de los máximos responsables de genocidio, crímenes de lesa 
humanidad y crímenes de guerra cometidos de forma sistemática y establecer 
suspensiones de condenas o condenas alternativas a cambio de la desmovilización, 
reconocer responsabilidad, aclarar la verdad sobre los crímenes cometidos, 
proporcionar resarcimiento a las víctimas y liberar a rehenes y a niños soldados. 
También permite eximir procesos penales para todos los demás casos y permite 
que los excombatientes no condenados por delitos de lesa humanidad se 
desempeñen como funcionarios electos. 
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Algunas ONG criticaron la legislación, alegando que las disposiciones sobre 
reducción o suspensión de sentencias y estipulaciones en cuanto a que sólo los 
máximos responsables de los peores crímenes debían ser procesados significaba la 
impunidad. El 28 de agosto, el Tribunal Constitucional rechazó un desafío a la ley 
por un grupo de defensa legal de derechos humanos. El tribunal expresó, por medio 
de dos comunicados especiales, su opinión de que un sistema de transición judicial 
como este era un mecanismo legítimo para conseguir la paz y estaba de acuerdo 
con la constitución. El tribunal también afirmó que las autoridades necesitarían 
realizar el marco de acuerdo con las obligaciones internacionales del país. El 
tribunal abarcó parámetros para la interpretación y desarrollo de la futura 
aplicación de la legislación, incluso que no se les podría suspender las condenas 
por completo a quienes se consideraban “más responsables”. 
 
Continuó aplicándose la Ley de Justicia y Paz (LJP) de 2005. La Unidad de 
Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación es responsable de la 
investigación y el enjuiciamiento requeridos de las personas desmovilizadas, y una 
comisión interinstitucional de justicia y paz coordina su aplicación. Los que 
participaron en el proceso de justicia y paz podían recibir condenas reducidas si 
cumplían con los términos de la LJP. El testimonio obtenido de confesiones 
voluntarias también dio lugar a investigaciones de políticos, de miembros de las 
fuerzas armadas, de grandes productores agrícolas y de funcionarios públicos con 
vínculos anteriores a las fuerzas paramilitares. Algunas de las investigaciones 
dieron lugar a enjuiciamientos y condenas. 
 
Al 4 de julio, 4.151 ex paramilitares y postulados habían participado en audiencias 
de confesión (versiones libres). Durante estas sesiones los postulados confesaron 
42.309 crímenes, y se obtuvo información que llevó a la exhumación de 5.301 
víctimas. Al 1º de mayo, 1.126 postulados habían sido acusados inicialmente y 680 
de los mismos habían sido oficialmente acusados en presentaciones ante tribunales 
por la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación. A los 
postulados que no cumplen plenamente confesando crímenes, entregando bienes 
adquiridos en forma ilícita y cesando su actividad criminal se los traslada para ser 
expulsados del proceso de la LJP por la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía 
General de la Nación. A final de julio, los fiscales de la Unidad de Justicia y Paz 
habían solicitado la expulsión de 88 postulados en los tribunales de Justicia y Paz.  
 
La aplicación del LJP continuó enfrentándose a muchos desafíos. Miles de 
exparamilitares permanecieron en el limbo legal debido a las limitaciones de 
recursos y de capacidad en la Fiscalía General. No se confiscó mucha tierra ni 
dinero de los exjefes paramilitares. Sin embargo, el diario líder El Tiempo informó 
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que, en una decisión histórica el 30 de octubre, el Tribunal de Justicia y Paz 
condenó al excomandante de las AUC Ever Veloza García, alias HH, a siete años 
de prisión, convirtiéndose en el comandante de más alto rango de un exgrupo 
paramilitar condenado en virtud de la LJP hasta la fecha.  
 
Conforme a lo dispuesto por una ley de 2010 y según lo aprobado durante el año 
por el Tribunal Constitucional, el gobierno trabajó para establecer una versión 
limitada de una comisión de la verdad. La Ley de Víctimas prevé la creación e 
institucionalización de archivos oficiales y de un Centro de Memoria Histórica 
para recabar testimonios orales y documentación de material relativo a las 
violaciones de las normas y leyes internacionales de derechos humanos y para 
dirigir la construcción del Museo Nacional de la Memoria en consulta con las 
víctimas. El Centro de Memoria Histórica publicó el 23 de julio un informe en el 
que documentó la muerte de al menos 220.000 colombianos en el marco del 
conflicto armado desde 1958. 
 
Asesinatos: Las fuerzas de seguridad estuvieron implicadas en presuntas 
ejecuciones extrajudiciales. El CINEP informó que hubo cinco asesinatos de este 
tipo en los primeros seis meses del año, en comparación con seis en el mismo 
período de 2012. 
 
De acuerdo con la OACDH y el Programa Presidencial de Derechos Humanos, el 
número de informes de oficiales militares que presentaban a civiles como muertos 
en combate continuó disminuyendo en comparación con 2008 ó 2009, cuando se 
notificaron varios centenares de víctimas fatales. La Unidad de Derechos Humanos 
de la Fiscalía General de la Nación reportó que había iniciado tres nuevos casos de 
homicidios que supuestamente habían sido cometidos por un miembro de las 
fuerzas de seguridad durante el año. La CCEEU reportó siete casos de presuntas 
ejecuciones extrajudiciales, entre ellas las “falsas positivas”, y 25 muertes 
adicionales causadas por el uso excesivo de la fuerza, el uso ilícito de la fuerza o el 
uso arbitrario de la fuerza.   
 
Según la CCEEU, el 4 de marzo, en la zona del pueblo Paraíso de la municipalidad 
Roberto Payán, departamento de Nariño, después del combate entre las fuerzas 
armadas y la guerrilla de las FARC, los militares detuvieron a los campesinos 
Gumercindo Guerrero Preciado y John Freddy García Bastidas y los llevaron a las 
instalaciones militares para ser interrogados. Supuestamente sus cadáveres fueron 
entregados dos días después a sus familiares con evidentes signos de tortura y 
quemaduras por ácido en el rostro. El juez militar penal no. 89 inició una 
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investigación penal. El ejército también inició una investigación preliminar 
disciplinaria a los miembros de la Brigada Móvil 32. 
 
Según la ONG de defensa de derechos humanos Minga, los casos legales que 
involucraron a cinco víctimas asociadas con el escándalo de ejecuciones 
extrajudiciales de Soacha de 2008, a fin de año todavía estaban en la etapa de 
investigación inicial en la Fiscalía General. Los casos de otras tres víctimas estaban 
en audiencias sobre la evidencia y los casos de tres más estaban en audiencias para 
alegaciones finales. Los acusados en los casos de otras tres víctimas recibieron 
condenas durante el año y dos de ellos tienen pendientes recursos. La junta penal 
del Tribunal Superior de Cundinamarca declaró que el caso relacionado con el 
asesinato el 2 de agosto de Fair Leonardo Porrasón constituía un crimen de lesa 
humanidad.  
 
Los grupos guerrilleros también fueron responsables de ejecuciones extrajudiciales 
de fuerzas de seguridad del gobierno y civiles. Por ejemplo, el 20 de julio, en 
Fortul, Arauca, un grupo de rebeldes de las FARC asesinaron a 15 soldados e 
hirieron a cinco cuando los soldados estaban lavando su ropa.  
 
En muchas zonas del país, las FARC y el ELN se unieron para atacar las a fuerzas 
gubernamentales o a miembros paramilitares desmovilizados; en otras zonas hubo 
combates entre ambos grupos. Varios tribunales condenaron a miembros del 
secretariado de las FARC in absentia por distintos cargos, entre ellos los de 
homicidio agravado. 
 
Las FARC mataron a personas que sospechaban que colaboraban con las 
autoridades gubernamentales o con grupos narcotraficantes rivales. Por ejemplo, el 
28 de abril, en la zona de Puerto Jordán de Tame, Arauca, los rebeldes de las 
FARC mataron a un niño de 3 años y a su padre durante un ataque con un AEI que 
tiraron dentro de una casa; también hirieron a otras 11 personas, entre ellas dos 
soldados.  
 
Todos los grupos guerrilleros mataron a algunas víctimas de secuestros. 
 
Secuestros: Según la ONG Fundación País Libre, entre enero y junio se secuestró a 
123 personas; 55% de las mismas fueron secuestradas para ser extorsionadas. País 
Libre también reportó que las autoridades rescataron a 47 víctimas de secuestros, 
42 fueron puestas en libertad por sus secuestradores, 14 supuestamente siguen en 
cautiverio, 10 fueron puestas en libertad debido a la presión de las autoridades, seis 
pudieron escapar y no se tiene información sobre el número de las que murieron en 
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cautiverio. Los guerrilleros de las FARC y el ELN continuaron tomando rehenes a 
cambio de rescate y por razones políticas. Las FARC también retuvieron a 
ciudadanos destacados y miembros de las fuerzas de seguridad para usarlos como 
instrumentos en el intercambio de prisioneros. El gobierno reportó que los 
guerrilleros habían secuestrado a 40 personas (23 por las FARC y 17 por el ELN) 
desde el 1º de enero hasta el 19 de septiembre, en comparación con 15 desde enero 
a julio de 2012. 
 
Las FARC y el ELN liberaron a algunas víctimas de secuestros. Por ejemplo, el 27 
de agosto, los guerrilleros del ELN liberaron al ingeniero canadiense Gernot 
Wober, un empleado de una compañía multi-nacional minera, a quien habían 
secuestrado y retenido desde el 18 de enero.  
 
Varios grupos de víctimas exigieron que las FARC revelaran el paradero de 
centenares de oficiales de la policía, soldados y civiles que aún se consideraban 
desaparecidos. El Ministerio de Defensa reportó que hasta final de septiembre 
había inscrito a 27 civiles y a un miembro de la policía que presuntamente todavía 
seguían cautivos de las FARC.  
 
Los tribunales condenaron a algunos miembros de las FARC por los secuestros. 
Hasta final de octubre, la unidad de lucha contra los secuestros y extorsión en la 
Fiscalía General de la Nación reportó 13 condenas durante el año por secuestros 
llevados a cabo por las FARC, mientras que la Unidad de Derechos Humanos 
reportó 61 condenas durante el mismo período. Por ejemplo, el 21 de marzo, el 
segundo juez penal especializado en Antioquia condenó a Luís Norbey Caicedo 
Correa (alias Esneider or Manchas), jefe de la columna móvil de las FARC, Jacobo 
Arenas, a 51 años de prisión por los secuestros en 2007 de Juan David Arango 
Vélez y Sergio Jaramillo Arriola. 
 
Abusos físicos, castigos y torturas: En su informe preliminar, l Programa 
Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA) declaró 
que para agosto los AEI, desplegados principalmente por las FARC y el ELN, 
causaron 31 muertos y 254 heridos. Los AEI mataron o hirieron al menos a 38 
niños o adolescentes durante el año. Varias ONG de derechos humanos afirmaron 
que las FARC cobraban a las familias civiles el costo de reemplazo de las minas 
terrestres y de los AEI aún cuando miembros inocentes de la familia los activaban 
accidentalmente. La Campaña Internacional para la Prohibición de las Minas 
Terrestres afirmó que las FARC siguieron siendo el mayor usuario de minas 
terrestres y de AEI y que el ELN también los seguía utilizando. Las brigadas 
humanitarias de desminado del gobierno despejaron más de 195.000 kilómetros 
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cuadrados y destruyeron 114 minas terrestres, AEI y municiones sin explotar hasta 
finales del año. El gobierno concluyó también el proceso de acreditación de una 
organización civil para que participara en actividades de desminado. A final de 
año, el proceso de certificación seguía adelante para otras dos organizaciones 
civiles.  
 
Hubo numerosos informes sobre el maltrato de civiles y reclusos, así como de 
heridos y enfermos por parte de los guerrilleros de las FARC y del ELN. 
 
Menores soldados: El reclutamiento y la utilización de niños por grupos armados 
ilegales fue generalizado. Habitualmente los grupos de las FARC y el ELN 
reclutaron por la fuerza a menores de 18 años y, por su propia voluntad, a menores 
de 15 años. 
 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) declaró que era imposible 
saber cuántos menores servían como soldados de las FARC, pero informó que se 
habían desmovilizado a más de 5.000 menores de grupos armados ilegales entre 
1999 y septiembre de 2012. Las FARC presuntamente empleaban a menores para 
combatir, reclutar a otros menores para que actuaran como espías, recabar 
información, servir como esclavos sexuales y proporcionar apoyo logístico. 
 
Durante el año, el ICBF inició un nuevo programa educativo de extensión que 
incluyó un componente de prevención del reclutamiento forzado por grupos 
armados ilegales. Este programa, con un presupuesto superior a los 32.000 
millones de pesos (US$16,5 millones), estableció clubes para adolescentes y 
preadolescentes y otros lugares para la difusión educativa en 32 departamentos y 
811 municipios. 
 
Durante el año, el gobierno amplió el ámbito de aplicación de la Comisión 
Intersectorial para la Prevención del Reclutamiento y Utilización de Niños, Niñas, 
Adolescentes y Jóvenes por Grupos Organizados al Margen de la Ley para incluir 
la violencia sexual contra los menores cometida por grupos armados no estatales.  
 
La sanción para los líderes de grupos armados que utilizan a menores soldados es 
cadena perpetua. 
 
Las organizaciones internacionales siguieron identificando como un problema 
grave el reclutamiento de jóvenes indígenas por grupos armados ilegales. Las 
FARC siguieron emitiendo advertencias a las comunidades indígenas en las cuales 
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se describía una política para llevar a cabo el reclutamiento de menores y se 
advertía a los destinatarios de dichas advertencias no oponerse a ellas. 
 
Véase también el informe Trafficking in Persons Report [Informe sobre la Trata de 
Personas] del Departamento de Estado, en www.state.gov/g/tip. 
 
Otros abusos relacionados con los conflictos: Los grupos guerrilleros y los grupos 
delictivos organizados impedían o limitaban la entrega de alimentos y medicinas a 
las ciudades y regiones en corredores de narcotráfico en disputa, lo cual forzaba al 
máximo los recursos de las economías locales y aumentaba los desplazamientos 
forzados. 
 
Los grupos guerrilleros habitualmente utilizaron a civiles para proteger a las 
fuerzas de combate y forzaron a campesinos desplazados para despejar rutas de 
tránsito de narcotráfico y de armas en zonas estratégicas. Los guerrilleros también 
impusieron bloqueos de facto de las comunidades en las regiones donde tenían 
gran influencia. Por ejemplo, las organizaciones internacionales denunciaron 
muchos incidentes en los que los grupos armados ilegales reclutaron a la fuerza a 
indígenas o los obligaron a colaborar, restringieron su libertad de movimiento y 
bloquearon sus comunidades. Durante el año, el Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas de la ONU recibió informes de violaciones sexuales, 
reclutamiento forzado, utilización de menores como informantes y otros abusos en 
el contexto de los conflictos. 
 
Los grupos delictivos organizados y los guerrilleros de las FARC y el ELN 
entraron por la fuerza en hogares, vigilaron las comunicaciones personales y 
realizaron desplazamientos forzados y reclutamiento. Los grupos delictivos 
organizados también continuaron el desplazamiento de civiles que residían a lo 
largo de los corredores de tránsito clave de armas y drogas (véase la sección 2.d.). 
 
Las organizaciones internacionales reportaron que persistía la violencia sexual 
generalizada contra las mujeres y las niñas por parte de algunos agentes armados 
(véase la sección 6, Mujeres). Las ONG de derechos humanos Sisma Mujer, 
Amnistía Internacional (AI) y otras reportaron que la violencia sexual siguió 
siendo una de las principales herramientas utilizadas por los grupos armados para 
forzar el desplazamiento. Hubo numerosos informes convincentes acerca de 
abortos obligatorios. Las órdenes permanentes de las FARC, que tenían un gran 
número de mujeres combatientes, prohibían los embarazos entre sus tropas. 
 

http://www.state.gov/j/tip
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Se reportó también que las FARC, el ELN y otros grupos armados participaron en 
la extracción y el comercio transfronterizo de minerales en zonas de conflicto, lo 
cual generó abusos que propiciaron el financiamiento de armas y alentaron a los 
rebeldes a desplazar por la fuerza a los residentes para despejar zonas mineras. 
 
Sección 2. Respeto de las libertades civiles, incluidas las siguientes: 
 
a. La libertad de expresión y de prensa 
 
La ley dispone la libertad de expresión y de prensa y, en términos generales, el 
gobierno respetó esos derechos. La violencia y el acoso, así como la penalización 
de la difamación, sirvió para impedir la libertad de prensa y a menudo el gobierno 
influyó en la prensa, en parte por medio de sus generosos presupuestos de 
publicidad. Los medios de información independientes desarrollaron una intensa 
actividad y expresaron una amplia variedad de opiniones sin restricciones. 
 
Violencia y acoso: De acuerdo con la ONG Fundación para la Libertad de Prensa 
(FLIP), hubo 122 incidentes de violencia y acoso contra periodistas, en 
comparación con 158 en 2012, aun cuando la FLIP observó que, en las zonas más 
peligrosas, muchos incidentes podrían no haber sido denunciados. La FLIP reportó 
52 incidentes de amenazas, algunas de las cuales fueron dirigidas contra más de un 
periodista a la vez. También indicó que 11 periodistas fueron detenidos, 34 
sufrieron agresión física y cuatro fueron víctimas de acoso o intimidación debido a 
sus reportajes. 
 
A final de año, la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la 
Nación estaba investigando 102 casos activos de delitos contra periodistas y había 
conseguido una sentencia. 
 
Según la FLIP, durante los primeros nueve meses de año, tres periodistas fueron 
asesinados, pero la FLIP sólo pudo verificar en uno de los tres casos que el 
periodista había sido asesinado debido a su trabajo. 
 
El 11 de septiembre, en Puerto Berrio, Antioquia, dos personas armadas dispararon 
y asesinaron al periodista y abogado Édison Alberto Molina, que era el presentador 
de un programa en una estación de radio local, Consejos legales. Según la Fiscalía 
General de la Nación, a octubre, la investigación se encontraba en su etapa 
preliminar. La FLIP afirmó que Molina había sido asesinado por su periodismo de 
investigación de casos de corrupción relacionados con la alcaldía local. 
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El 1º de mayo, asaltantes no identificados atacaron a Ricardo Calderón, uno de los 
periodistas más prominentes del país y principal investigador en la revista Semana, 
la principal publicación semanal de noticias del país, mientras viajaba en su auto 
en la carretera entre Bogotá e Ibagué. Los asaltantes presuntamente dispararon 
cinco veces contra su vehículo antes de que Calderón escapara y fuera a una 
comisaría para pedir ayuda. Calderón había publicado varios artículos de 
investigación que habían tenido impacto nacional, entre ellos varias 
investigaciones en cuanto a supuestas escuchas por parte de la DAS y el 
tratamiento especial de encarcelados en la prisión militar en la base militar 
Tolemaida. El presidente Santos condenó el ataque y ordenó al director de la 
Policía Nacional que se encargara de la investigación. La Unidad de Derechos 
Humanos en la Fiscalía General de la Nación también inició una investigación que 
se encontraba en su etapa preliminar en octubre. 
 
A septiembre la FLIP reportó que las autoridades habían llevado a seis personas a 
juicio en dos casos prominentes, los asesinatos de los periodistas Rafael Enrique 
Prins y José Orlando Sierra Hernández. El 24 de diciembre, en Pereira un juez 
especializado dejó en libertad al presunto autor intelectual del asesinato de Sierra. 
La FLIP emitió un comunicado de prensa alegando que el juez había puesto en 
libertad al sospechoso aun cuando un testigo en el caso había confirmado que el 
sospechoso había pagado para que se llevara a cabo el asesinato.  
 
El Ministerio del Interior asignó casi el 5% de su presupuesto anual 
(aproximadamente 11.000 millones de pesos o US$7 millones) a la protección de 
periodistas que habían sido amenazados. Hasta julio se habían añadido por lo 
menos 93 periodistas al programa de protección. 
 
La censura o restricción del contenido: El gobierno no censuró a los periodistas; 
sin embargo, de acuerdo con la FLIP, muchos periodistas evitaron hablar o 
investigar ciertos temas por temor a una demanda en el marco de las leyes contra la 
difamación o a ser el blanco de un ataque. La FLIP añadió que, si bien la violencia 
no estatal fue la razón principal de la autocensura, otro factor fue el alto grado de 
impunidad de los autores de agresiones contra periodistas. 
 
Leyes de difamación/seguridad nacional: Las leyes contra calumnias o difamación 
son parte del código penal, pero no hay legislación específica sobre calumnias 
contra los funcionarios públicos. El gobierno no usó específicamente el 
enjuiciamiento según estas leyes para evitar que los medios de información 
criticasen las políticas del gobierno o funcionarios públicos. Sin embargo, los 
candidatos políticos, empresarios y otros demandaron a periodistas que expresaron 
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sus opiniones, alegando difamación o calumnias. La FLIP hizo constancia de que 
aunque durante el año no había habido nuevos casos de periodistas encarcelados 
por difamación o calumnias, a septiembre todavía quedaban pendientes 18 casos de 
periodistas demandados por difamación o calumnias.  
 
Repercusión no gubernamental: Miembros de los grupos armados ilegales 
buscaron inhibir la libertad de expresión mediante la intimidación, las amenazas, el 
secuestro y el asesinato de periodistas. ONG nacionales e internacionales 
reportaron que los representantes de los medios de información locales practicaron 
regularmente la autocensura debido a las amenazas de violencia provenientes de 
estos grupos. 
 
Los juicios de tres supuestos miembros de grupos para militares --Mario Jaime 
Mejía (alias El Panadero), Jesús Emiro Pereira (alias Huevoepisca) y Alejandro 
Cárdenas (alias JJ)-- que fueron acusados del secuestro, tortura y violación con 
agravante en 2000 de la periodista Jineth Bedoya continuaba a final de año. 
Bedoya solicitó en 2012 la transferencia de su causa a la unidad especial de la 
Fiscalía General a cargo de los delitos contra la libertad personal a fin de lograr el 
procesamiento prioritario, pero al finalizar el año todavía no había ocurrido. La 
causa de Bedoya seguía adelante en la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. 
 
Libertad en internet 
 
El gobierno no impuso restricciones al acceso a la internet ni hubo informes 
creíbles de que el gobierno controlara la correspondencia electrónica ni las salas de 
chateo sin supervisión judicial. La Unión Internacional de Telecomunicaciones 
informó que en 2012 el 49% de la población tenía acceso a la internet. 
 
Libertad académica y eventos culturales 
 
No hubo restricciones gubernamentales sobre la libertad académica ni los eventos 
culturales. Sin embargo, los guerrilleros mantuvieron su presencia en muchas 
universidades para generar apoyo político para sus respectivas causas y socavar el 
apoyo a sus enemigos a través de medios violentos y no violentos. Según el 
informe de inteligencia de las fuerzas armadas publicado en el periódico El 
Tiempo, a pesar de sus diferencias ideológicas, las FARC y el ELN crearon una 
alianza en la Universidad de Antioquia para reclutar a estudiantes. 
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Las bandas delictivas organizadas y los guerrilleros de las FARC y el ELN 
asesinaron, amenazaron y desplazaron a docentes y a sus familias por razones 
políticas y financieras, a menudo porque los docentes representaban la única 
presencia del gobierno en las zonas remotas donde ocurrieron los asesinatos. 
 
Según la Federación Colombiana de Educadores y la Fiscalía General de la 
Nación, 11 docentes fueron asesinados hasta final de octubre, en comparación con 
14 en el mismo período en 2012. A raíz de las amenazas y el acoso, muchos 
docentes y estudiantes adoptaron una posición menos prominente y evitaron los 
debates sobre temas polémicos. 
 
El 11 de marzo, hombres armados no identificados asesinaron a Mario Manuel 
Ruíz Tovar, un docente del Centro Educativo Rural Las Victorias en la zona del 
Cedro, en Nechí, Antioquia. Según testigos, hombres armados sacaron a la fuerza a 
Ruíz Tovar de la escuela. Los residentes encontraron después su cuerpo en la 
carretera que lleva al pueblo. A octubre, la investigación de la Fiscalía General de 
la Nación se encontraba en su etapa preliminar. 
 
c. Libertad de reunión y asociación pacíficas 
 
La ley estipula la libertad de reunión y asociación y, en general, el gobierno 
respetó estos derechos. La libertad de asociación fue limitada por las amenazas y 
los actos de violencia cometidos por grupos armados ilegales en contra de ONG, 
grupos indígenas y sindicatos de trabajadores (véase la sección 1.g.). Hubo 
informes de que la policía antimotines hizo uso excesivo de la fuerza para disolver 
manifestaciones. 
 
Según informes de prensa, el 26 de agosto, en Fusagasuga, Cundinamarca, durante 
manifestaciones nacionales relacionadas con la huelga agraria, policías del 
escuadrón antidisturbios (ESMAD) presuntamente asesinaron a Juan Camilo 
Acosta, un estudiante de 19 años, cuando le dispararon con un rifle de gases 
lacrimógenos. La Fiscalía General de la Nación abrió una investigación que se 
encontraba en su etapa inicial en octubre. 
 
Aunque el Gobierno no prohíbe la afiliación en la mayoría de las organizaciones 
políticas, la afiliación a organizaciones dedicadas a promover o realizar actos de 
violencia, como las FARC, el ELN y los grupos paramilitares, era ilegal. 
 
c. La libertad de culto 
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Véase el International Religious Freedom Report [Informe sobre la Libertad de 
Culto Internacional] que publica el Departamento de Estado en 
www.state.gov/j/drl/irf/rpt. 
 
d. Libertad de circulación, desplazados internos, protección de refugiados y 
personas apátridas 
 
La ley prevé la libertad de circular dentro del país, viajar al extranjero, emigrar y 
repatriarse. Aunque en general el gobierno respetó estos derechos, hubo 
excepciones. Las operaciones militares y la ocupación de determinadas zonas 
rurales limitaron la libertad de circulación en las zonas de conflicto. 
 
El gobierno cooperó con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR) y otras organizaciones humanitarias para 
proporcionar protección y asistencia a los desplazados internos, los refugiados, los 
refugiados que regresan, los solicitantes de asilo, los apátridas y otras personas de 
interés. 
 
La circulación interna: No hubo restricciones por parte del gobierno en cuanto a 
restricciones dentro del país. Las bandas delictivas organizadas y los guerrilleros 
de las FARC y el ELN siguieron estableciendo puestos de control ilegales en 
carreteras rurales. De acuerdo con País Libre, durante los seis primeros meses del 
año, los puestos de control ilegales aumentaron de 48 a 58 en comparación con el 
mismo período en 2012. Los puestos de control afectaron en especial a los 
departamentos de Cauca, Norte de Santander, Arauca, Antioquia, Nariño y 
Putumayo. Este número no incluyó las barreras ilegales que existieron en octubre 
durante las huelgas agrarias donde los manifestantes bloquearon casi todas las 
carreteras principales que conectan las ciudades principales. Las organizaciones 
internacionales también reportaron que grupos armados ilegales aislaron a las 
comunidades rurales con barreras, toques de queda, autos bomba en los caminos de 
salida y AEI en las zonas donde persistía el cultivo y tráfico de narcóticos. 
 
Exilio: La ley prohíbe el exilio forzado y el gobierno no lo empleó. Sin embargo, 
muchas personas se autoexiliaron a causa de las amenazas de las bandas delictivas 
organizadas y los guerrilleros de las FARC y el ELN. 
 
Desplazados internos  
 
El conflicto armado, especialmente en zonas remotas, fue la causa principal del 
desplazamiento interno. El gobierno, las organizaciones internacionales y la 

http://www.state.gov/j/drl/irf/rpt


COLOMBIA 30 

Country Reports on Human Rights Practices for 2013 
United States Department of State • Bureau of Democracy, Human Rights and Labor 

sociedad civil identificaron varios factores causantes del desplazamiento, como las 
amenazas y la violencia física, psicológica y sexual por parte de grupos armados 
ilegales contra la población civil, en particular las mujeres y las niñas; la 
competencia y el enfrentamiento armado entre grupos armados ilegales, y dentro 
de los mismos, por los recursos y el control territorial; los enfrentamientos entre las 
fuerzas de seguridad, los guerrilleros y las bandas delictivas organizadas; y el 
reclutamiento forzado de menores o las amenazas de reclutamiento forzado. 
Algunas ONG afirmaron que las actividades de lucha contra el narcotráfico, la 
minería ilegal y los proyectos económicos a gran escala en las zonas rurales 
también contribuyeron al desplazamiento. 
 
El presupuesto del gobierno para la aplicación de la Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras de 2011 era de 54,9 billones de pesos (US$28.300 millones) para un 
período de 10 años, un aumento del 50% con respecto al presupuesto inicial. 
 
A 1º de octubre, la Unidad para las Víctimas, una entidad gubernamental 
responsable de ayudar y proporcionar resarcimiento bajo la Ley de Víctimas, 
enumeró 504.158 desplazados internos en el Registro Único de Víctimas. De estas, 
55.151 se debieron a desplazamientos que tuvieron lugar durante el año. Las 
estadísticas de la Unidad para las Víctimas revelaron que los nuevos 
desplazamientos ocurrieron durante el año principalmente en zonas en las que 
persistió el cultivo y el tráfico de narcóticos, especialmente donde hubo presencia 
de grupos guerrilleros y bandas delictivas organizadas. 
 
Hasta final de septiembre, el gobierno había inscrito a un total acumulado de 
5.087.092 millones de personas desplazadas desde 1985 (incluidos los desplazados 
en los años anteriores al establecimiento del sistema de registro). Una orden 
judicial de 2008 exige al gobierno incluir los desplazamientos de todos los años 
anteriores en el registro nacional de desplazados. El registro nacional del gobierno 
incluyó a desplazados internos registrados cuyas solicitudes de reconocimiento 
como tales habían sido aceptadas según los criterios definidos.  
 
Durante el año la Unidad para las Víctimas mantuvo un Registro Único de 
Víctimas tal como la Ley de Víctimas lo ordena. A pesar de las mejoras en el 
sistema de registro del gobierno, los desplazados internos sufrieron retrasos en la 
recepción de respuestas a sus reclamos como desplazados debido a la gran 
acumulación de solicitudes que se produjo durante varios meses. Las 
organizaciones internacionales y las ONG siguieron preocupadas por la lenta 
respuesta institucional al desplazamiento. La política del gobierno prevé un 
proceso de apelación en el caso de denegaciones. 
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Las FARC, el ELN y las bandas delictivas organizadas continuaron usando la 
fuerza, la intimidación y la desinformación para impedir que los desplazados se 
inscribieran ante el gobierno. Hubo casos en los que los agentes de la guerrilla a 
veces obligaron a los líderes locales y miembros de la comunidad a manifestarse 
contra las iniciativas de erradicación de cultivos ilícitos y, en algunos casos, 
obligaron a las comunidades a desplazarse como forma de protesta coaccionada 
contra la erradicación. Las organizaciones internacionales y la sociedad civil 
expresaron su preocupación por el desplazamiento urbano causado por la violencia 
derivada de disputas territoriales entre bandas de delincuentes, algunas de las 
cuales tenían vínculos con grupos más grandes de delincuentes y narcotraficantes. 
 
La Unidad para las Víctimas citó las amenazas, el reclutamiento por grupos 
armados ilegales, los homicidios y la violencia física y sexual como las principales 
causas del desplazamiento intraurbano. 
 
Hasta final de septiembre, el gobierno registró 4.048 desplazados internos (número 
que incluye las personas desplazadas antes de 2013) que se identificaron como 
indígenas y 59.365 que se identificaron como afrocolombianos. Las personas 
indígenas constituyeron el 1% de los nuevos desplazados internos inscritos por el 
gobierno, y los afrocolombianos, el 12%. El CICR y el ACNUR reportaron que en 
algunos departamentos el desplazamiento afectó de forma desproporcionada a los 
grupos indígenas y afrocolombianos.  
 
La Organización Nacional Indígena de Colombia calculó que el número de 
desplazados indígenas era mucho mayor de lo indicado en los informes del 
gobierno, ya que muchos indígenas no tienen acceso adecuado a los lugares de 
inscripción debido a la lejanía geográfica, las barreras del idioma o la falta de 
conocimiento del sistema nacional de registro. 
 
La ONG local Asociación Nacional de Afrocolombianos Desplazados 
(AFRODES) afirmó que las amenazas y la violencia contra los líderes y las 
comunidades afrocolombianas siguieron siendo el motivo de los altos niveles de 
desplazamiento forzado, especialmente en la región de la Costa del Pacífico. 
AFRODES y otras ONG locales también expresaron reiteradamente su 
preocupación de que los proyectos económicos en gran escala, como la agricultura 
y la minería, habían contribuido al desplazamiento de sus comunidades. 
 
El gobierno, las organizaciones internacionales de asistencia humanitaria y los 
grupos de la sociedad civil observaron que los desplazamientos internos y de 
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refugiados continuaron. La ONG Consultoría para los Derechos Humanos y el 
Desplazamiento (CODHES) reportó que 26.162 personas fueron desplazadas en 
desplazamientos masivos (el desplazamiento de 50 or más personas) hasta final de 
septiembre e indicó que los departamentos con el mayor número de desplazados 
internos debido a desplazamientos masivos durante el año fueron Cauca (6.695), 
Nariño (4.572), Antioquia (2.722), Choco (2.423) y Valle del Cauca (1.633). La 
CODHES también reportó que cinco líderes del movimiento de derechos a tierras 
fueron asesinados en el mismo período.  
 
La oficina regional del fiscal general de Tumaco siguió con la investigación 
relacionada con el asesinato en 2012 de Miller Angulo, un activista 
afrocolombiano que era líder de AFRODES y un líder en el proceso de 
reivindicación de tierras de la comunidad, en Tumaco, Departamento de Nariño. 
Por lo menos otros 20 líderes de AFRODES que reportaron amenazas parecidas 
recibieron protección durante el año, aunque algunos reportaron que no estaban 
satisfechos con el tipo de protección que las autoridades les proporcionaron.  
 
La Unidad para las Víctimas, el ICBF, el Ministerio de la Protección Social y otros 
ministerios y dependencias gubernamentales proporcionaron ayuda a los 
desplazados internos que estaban inscritos. La Unidad para las Víctimas 
presupuestó cerca de 439.000 millones de pesos (aproximadamente US$226 
millones) para la asistencia directa a los desplazados internos durante el año. 
 
Las organizaciones internacionales y las ONG sostuvieron que necesitaba 
mejorarse la calidad de los programas de ayuda de emergencia, vivienda y 
generación de ingresos. La capacidad de respuesta de emergencia a nivel local 
seguía siendo débil, y los desplazados internos continuaron experimentando 
períodos prolongados de vulnerabilidad a la espera de ayuda.  
 
Una unidad especializada de la Fiscalía General de la Nación, establecida mediante 
un acuerdo con el departamento social anterior del gobierno, Acción Social (que 
fue reemplazado por el DPS), la Fiscalía General de la Nación y la PNC 
investigaron y enjuiciaron los casos de desplazamiento forzado y desapariciones. 
Hasta final de octubre la unidad había recibido nueve casos nuevos para ser 
investigados. 
 
Varias organizaciones internacionales, ONG internacionales y grupos nacionales 
sin fines de lucro, tales como la Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM), el Programa Mundial de Alimentos, el CICR y la Cruz Roja Colombiana 
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coordinaron con el gobierno para proporcionar ayuda de emergencia y asistencia a 
largo plazo a las poblaciones desplazadas. 
 
La Unidad para las Víctimas y otras dependencias del gobierno mejoraron la 
respuesta a episodios de desplazamiento masivo durante el año y recibieron la 
asistencia de organizaciones internacionales como el CICR. Las organizaciones 
internacionales y la sociedad civil reportaron que la falta persistente de capacidad 
local para aceptar registros en las áreas de alto desplazamiento a menudo retrasó 
durante varias semanas o meses la asistencia destinada a los desplazados de forma 
individual o en grupos más pequeños. Las organizaciones humanitarias atribuyeron 
las demoras a una variedad de razones, como la falta de personal, los formularios 
de declaración y la capacitación. Los intensos combates y la inseguridad en las 
zonas de conflicto, como en algunos lugares de los departamentos de Antioquia, 
Cauca y Nariño, a veces retrasaban el acceso de las organizaciones nacionales e 
internacionales de ayuda a las poblaciones que recientemente habían sido 
desplazadas. 
 
A pesar de que el gobierno emprendió varias iniciativas para mejorar el acceso de 
los desplazados internos a servicios y a la comprensión de sus derechos, en muchas 
partes del país, las municipalidades no tenían los recursos ni la capacidad para 
responder a nuevos desplazamientos y proporcionar ayuda humanitaria a las 
desplazados internos. Muchas de ellos siguieron viviendo en la pobreza en 
condiciones no sanitarias y con acceso limitado a la atención de la salud, la 
educación y el empleo.  
 
Como resultado del conflicto armado interno, las personas desplazadas también 
buscaron protección internacional. El ACNUR afirmó en su informe Global Trends 
de 2012  que Colombia era el país de origen de 394.100 refugiados y de personas 
en situación parecida a la de los refugiados, la mayoría en Ecuador, Venezuela, 
Costa Rica y Panamá. El Programa Mundial de Alimentos en Ecuador estimó que 
entre 1.000 y 1.200 colombianos huían a Ecuador cada mes. Los gobiernos de 
Colombia y Ecuador continuaron reuniéndose durante el año para tratar la 
situación de los refugiados colombianos en Ecuador y el gobierno colombiano 
continuó el programa de apoyo a los refugiados colombianos en Ecuador que 
regresaron a Colombia. El apoyo ofrecido durante el año incluyó programas para la 
generación de ingresos y asistencia para la inscripción en los programas de 
asistencia del Gobierno de Colombia. 
 
Protección de los refugiados 
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Concesión de asilo: La ley contempla la concesión de asilo o la condición de 
refugiado, y el gobierno ha establecido un sistema para dar protección a 
refugiados. Según el gobierno, el mismo aprobó 201 de las 960 solicitudes de 
condición de refugiado recibidas desde 2006. Entre enero y septiembre, el gobierno 
recibió 70 solicitudes para ser considerados refugiados, de las que aprobó dos y 
rechazó 29; las otras estaban pendientes. Según el gobierno, 201 refugiados 
reconocidos residían en el país. El gobierno también notificó un aumento en el 
tráfico ilícito de trabajadores itinerantes procedentes de fuera de la región, 
principalmente de Asia y África Oriental, en camino a los Estados Unidos y 
Canadá. El gobierno regularmente proporcionó acceso al proceso de asilo a las 
personas que solicitaron protección internacional; sin embargo, casi todas 
abandonaron sus solicitudes y siguieron la ruta migratoria antes de que se tomara 
una decisión sobre su condición de refugiado. 
 
Sección 3. Respeto por los derechos políticos: Derecho de los ciudadanos a 
cambiar su gobierno 
 
La ley confiere a los ciudadanos el derecho a cambiar pacíficamente su gobierno, y 
los ciudadanos ejercieron este derecho mediante elecciones periódicas, 
generalmente libres e imparciales basadas en el sufragio universal. Los miembros 
de las fuerzas armadas en servicio activo y la policía no pueden votar ni participar 
en el proceso político. Los empleados públicos civiles tienen derecho a votar, 
aunque pueden participar en la política partidista sólo durante los cuatro meses 
inmediatamente anteriores a elecciones nacionales. 
 
Las elecciones y la participación política 
 
Últimas elecciones: En 2011, el gobierno llevó a cabo elecciones para cargos 
locales, entre ellos los de gobernadores, representantes departamentales, alcaldes y 
concejales municipales. La Misión de Observación Electoral (MOE), una ONG 
independiente de vigilancia electoral, reportó que, entre febrero de 2011 y el día de 
las elecciones, de los cerca de 102.000 candidatos para cargos locales, 41 fueron 
asesinados, 23 fueron atacados, 7 fueron secuestrados y 88 fueron amenazados, lo 
cual representó un total de 159 incidentes de “violencia política”, en comparación 
con 149 durante las elecciones locales anteriores en 2007. 
 
Según la ONG Corporación Nuevo Arco Iris, el fraude electoral sigue siendo un 
grave motivo de preocupación. La ONG reportó que los partidos habían pagado a 
los votantes para que se inscribieran y votaran en municipios donde no residían. La 
Corporación sostuvo que las listas de todos los partidos incluyeron candidatos con 



COLOMBIA 35 

Country Reports on Human Rights Practices for 2013 
United States Department of State • Bureau of Democracy, Human Rights and Labor 

vínculos financieros cuestionables. El Ministerio de Educación estimó que 600.000 
personas se inscribieron para votar en distritos electorales en los que no eran 
residentes legales. El gobierno tomó medidas para reducir el fraude mediante la 
introducción de una nueva herramienta de financiación para garantizar la 
transparencia de los fondos de las campañas, la descalificación de candidatos que 
tuvieran investigaciones penales pendientes y la cancelación de las cédulas de 
identidad nacional de los votantes que no pudieran demostrar tener residencia o 
empleo en el municipio en el que estaban empadronados para votar. 
 
El 13 de mayo, las autoridades revelaron detalles de un plan para matar a dos ex 
empleados de la Corporación Nuevo Arco Iris, Ariel Ávila y León Valencia, así 
como a los periodistas Gonzalo Guillén y Claudia López, coautores del informe de 
la ONG. Después de que la Unidad Nacional de Protección (UNP) les informó de 
los reportes de inteligencia relacionados con una trama para asesinarlos, Ávila y 
León salieron del país por una temporada. Guillén huyó del país el 17 de octubre. 
El 12 de octubre, el gobierno arrestó al exgobernador de La Guajira, Francisco 
Gómez, y lo acusó de tener conexiones con exgrupos paramilitares y estar 
relacionado con varios asesinatos.  
 
La Fiscalía General de la Nación siguió investigando el asesinato, ocurrido con  
posterioridad a las elecciones, de Eladio Yascual Imbaquín, coordinador regional 
del Ministerio de Educación en Putumayo. 
 
En 2010, Juan Manuel Santos ganó un mandato de cuatro años como presidente en 
elecciones que la misión de observadores de la OEA consideró generalmente libres 
y justas. La misión de la OEA señaló que las elecciones de 2010 tuvieron los 
niveles más bajos de violencia en 30 años. 
 
Los partidos políticos: Las bandas delictivas organizadas y las FARC amenazaron 
y mataron a funcionarios públicos (véase la sección 1.g.). Según la Federación 
Nacional de Concejos Municipales, cinco concejales municipales fueron 
asesinados hasta final de junio, en comparación con cinco desde enero hasta final 
de septiembre en 2012. 
 
Algunos funcionarios locales renunciaron debido a las amenazas de las FARC. A 
octubre, la UNP, dependencia del Ministerio del Interior, había proporcionado 
protección a 237 alcaldes, siete gobernadores y a otras 3.058 personas, entre ellas 
miembros de congresos departamentales, concejales, jueces, funcionarios 
municipales de derechos humanos conocidos como “personeros” y otros 
funcionarios relacionados con las políticas nacionales de derechos humanos. El 
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Decreto 1225 de 2012 estipuló que el programa de protección de la PNC y la UNP 
asumirían la responsabilidad compartida de proteger a los alcaldes municipales y 
distritales. 
 
Participación de mujeres y minorías: La ley requiere que las mujeres ocupen al 
menos el 30% de los puestos designados por el gobierno y que éste notifique al 
Congreso cada año el porcentaje de mujeres en puestos gubernamentales de alto 
nivel. Hubo 18 mujeres en los 102 escaños del Senado, y 22 mujeres en los 165 
escaños de la Cámara de Diputados. Había 12 mujeres en el gabinete de 29 
miembros y cinco en la Corte Suprema de 23 miembros. 
 
En las elecciones municipales de 2011, con la promulgación de la Ley de cuotas 
que requiere que en las listas de candidatos por lo menos el 30% sean mujeres, 108 
alcaldesas fueron elegidas, lo que representa un 10% de los alcaldes del país; 
también fueron electas 1.875 concejalas, es decir, el 17% de todos los miembros de 
los concejos municipales. 
 
Dos senadores indígenas y dos miembros indígenas de la Cámara de Diputados 
ocupaban escaños reservados para los indígenas. No hubo indígenas en el gabinete 
ni en ningún alto tribunal, aunque un indígena fue nombrado al puesto de asesor 
presidencial para asuntos indígenas.  
 
Los afrocolombianos ocupaban cargos en el Congreso. Hubo siete miembros 
autoidentificados como afrocolombianos en la Cámara de Diputados: cinco fueron 
elegidos y dos ocuparon escaños reservados para afrocolombianos. Aunque no 
había ningún escaño reservado para afrocolombianos en el Senado, hubo dos 
senadores afrocolombianos. Hubo un afrocolombiano en el gabinete de ministros y 
un afrocolombiano fue nombrado como alto consejero presidencial para la equidad 
de las mujeres.  
 
Sección 4. Corrupción y falta de transparencia en el gobierno 
 
La ley prevé sanciones penales por corrupción oficial y el gobierno generalmente 
aplicó estas leyes eficazmente; sin embargo, los funcionarios a veces incurrían en 
prácticas corruptas con impunidad. Los indicadores mundiales de gobernabilidad 
del Banco Mundial señalaron que la corrupción en el gobierno era un problema 
grave. Los ingresos provenientes del narcotráfico agravaron la corrupción. 
 
Corrupción: La revista Semana reportó que un concejal de la ciudad en 
Buenaventura, Stalin Ortiz, fue asesinado en marzo, probablemente debido a sus 
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esfuerzos para dejar al descubierto la corrupción en el Hospital Luís Ablanque de 
la Plata y una red de atención a la salud afiliada al mismo, como la contratación 
indebida de los hermanos del alcalde y presunto lavado de dinero por 
organizaciones delictivas para mover drogas y armas. 
 
Al término del año, Samuel Moreno Rojas, ex alcalde de Bogotá, acusado en junio 
de 2011 de no cumplir con su deber público y de irregularidades de tipo 
contractual, permanecía detenido mientras el juicio continuaba. El 23 de 
septiembre, el juzgado penal 34 del circuito de Bogotá negó otra petición de 
Moreno para el sobreseimiento de la causa.  
 
El 20 de enero, la Fiscalía General de la Nación emitió un fallo disciplinario contra 
el ex senador Iván Moreno Rojas, que fue acusado de irregularidades contractuales, 
prohibiéndole desempeñar un cargo público por un período de 20 años.  
 
Una unidad especial de investigación de la Corte Suprema de Justicia, la cual 
investigó a los miembros del Congreso y a funcionarios principales del gobierno, 
reportó que, durante el año, la unidad inició la investigación de dos ex senadores y 
miembros del Congreso, en las que no hubo absoluciones, pero sí cinco condenas, 
ningún cierre de casos por falta de pruebas y ningún cierre de casos por haber 
superado el plazo de prescripción. A septiembre, la unidad no había iniciado 
ninguna nueva investigación de gobernadores actuales o exgobernadores, pero 
consiguió la condena de un exgobernador por un caso abierto en otro año. La 
Fiscalía General de la Nación investigó a inspectores, contralores y funcionarios de 
alto nivel. A final de año, el fiscal general estudiaba 2.941 casos de corrupción, la 
mayoría de los cuales estaban siendo investigados o en las etapas iniciales de 
enjuiciamiento, pero 36 ya habían ido a juicio a final de año. 
 
El órgano público principal para formular y aplicar políticas contra la corrupción 
es el Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha 
contra la Corrupción, dirigido por el zar anticorrupción. La institución 
gubernamental principal que investiga y procesa los casos de corrupción es la 
Fiscalía General de la Nación, pero el Congreso cumple una función de 
investigación en los casos en que están involucrados altos funcionarios públicos. 
 
Protección de denunciantes: La ley proporciona protección a empleados de los 
sectores público y privado que realizan revelaciones internas o divulgaciones 
públicas legales de pruebas de ilegalidad. No se disponía de información sobre si 
las autoridades aplicaron la ley de forma efectiva para proteger a los denunciantes 
en cuanto a represalias. 
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Divulgación de información financiera: Por ley, los funcionarios públicos deben 
presentar anualmente formularios de información financiera ante las autoridades 
fiscales. Esta información no es pública. La ley establece que las personas que 
tengan la intención de ocupar un cargo público o de trabajar como contratistas del 
estado durante más de tres meses deben presentar una declaración de bienes e 
ingresos, así como información sobre su actividad económica privada. Los 
funcionarios públicos deben actualizar anualmente esta información antes del 
último día del mes de febrero, pero no necesitan presentar periódicamente los 
cambios en sus tenencias durante el año ni cuando asumen o dejan el cargo. La ley 
no cuenta con ninguna disposición sobre los activos y los ingresos de cónyuges y 
menores dependientes. El Departamento Administrativo de la Función Pública está 
a cargo de preparar los formularios necesarios, y el jefe de recursos humanos en 
cada entidad es responsable de verificar la información presentada. El Congreso 
mantuvo un sitio web en el que los miembros del Congreso podían publicar 
voluntariamente su información financiera. 
 
Acceso público a la información: La ley prevé el acceso público a la información 
gubernamental y el gobierno generalmente proporcionó este acceso. Si bien no se 
cobran tarifas prohibitivas para obtener acceso a la información gubernamental, 
hubo denuncias de que algunos funcionarios de bajo nivel exigieron sobornos para 
agilizar el acceso a la información. La ley delinea el procedimiento para acceder a 
la información y señala una breve lista de excepciones, como los casos 
relacionados con la seguridad nacional, asuntos internacionales, procesos penales y 
la privacidad de funcionarios públicos y privados. La ley establece que las 
entidades públicas deben informar de manera proactiva y en un plazo 
razonablemente breve y les permite usar diversas estrategias y canales de 
comunicación. Incluye sanciones por incumplimiento y mecanismos para apelar la 
negativa a revelar información. El Ministerio Público, conformado por la Oficina 
del Inspector General, la Defensoría de los Derechos Humanos y las oficinas 
municipales para la defensa de los derechos humanos (personerías), tiene a su 
cargo garantizar el cumplimiento efectivo de esta ley. 
 
Sección 5. Actitud del gobierno frente a la investigación internacional y no 
gubernamental de supuestas violaciones de los derechos humanos 
 
Varios grupos nacionales e internacionales de derechos humanos en general 
actuaban sin restricciones gubernamentales, investigando y publicando sus 
conclusiones en casos de derechos humanos. Si bien el gobierno y los grupos 
locales de derechos humanos a menudo disintieron en sus evaluaciones y análisis 
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de la situación de los derechos humanos, los funcionarios del gobierno cooperaron 
y respondieron a menudo a las opiniones de los grupos. 
 
Las ONG reportaron haber recibido críticas de funcionarios de alto nivel, como los 
miembros de administraciones anteriores, que sugirieron que algunas ONG estaban 
ligadas a grupos guerrilleros. Mientras que era posible creer que algunas ONG 
estaban vinculadas a estos grupos, las declaraciones imprecisas o generalizadas 
pusieron a otras ONG en riesgo de represalias por parte de bandas criminales 
organizadas. Aunque la mayoría de las ONG observaron un tono más positivo y 
conciliador por parte del gobierno en los dos últimos años, algunas también dijeron 
que el gobierno había arrestado y detenido arbitrariamente a algunos activistas de 
derechos humanos, en particular en zonas de alto conflicto. Las ONG afirmaron 
que la Fiscalía General de la Nación había iniciado numerosas causas judiciales 
infundadas contra defensores legítimos de los derechos humanos, con el propósito 
de desacreditar su trabajo. El gobierno denunció que algunos activistas de derechos 
humanos participaban en actividades que apoyaban el terrorismo. 
 
El Presidente Santos, el Vicepresidente Garzón y otros altos funcionarios del 
gobierno continuaron haciendo declaraciones públicas en apoyo de los defensores 
de los derechos humanos. A agosto, el programa de protección de 360.000 
millones de pesos (US$185 millones) de la UNP había protegido a un total de 
7.795 personas. Entre las protegidas por la UNP había 590 activistas de derechos 
humanos. 
 
Según la ONG Somos Defensores, 37 activistas de derechos humanos fueron 
asesinados y 86 amenazados durante el primer semestre del año. Somos 
Defensores informó que los departamentos más afectados por estos ataques fueron 
Antioquia, Santander, Bogotá, Cauca, Valle del Cauca y Chocó. El CODHES y 
Somos Defensores reportaron que las amenazas y los ataques contra líderes de los 
desplazados internos y los activistas que reclamaban la restitución de tierras 
siguieron aumentando durante el año.  
 
Varias ONG denunciaron haber recibido amenazas en forma de correos 
electrónicos, correo postal, llamadas telefónicas, obituarios y objetos relacionados 
con la muerte, como ataúdes y ramos para funerales. De acuerdo con la OACDH, 
los informes de amenazas continuaron aumentando durante el año. El gobierno 
condenó las amenazas y exhortó a la Fiscalía General de la Nación a que las 
investigara, si bien algunos activistas sostuvieron que el gobierno no se tomaba las 
amenazas con seriedad. La Fiscalía General investigó 127 casos de amenazas 
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contra defensores de los derechos humanos durante el año. Ninguna de las 
investigaciones había dado lugar a una acción judicial a fin de año. 
 
El Gobierno siguió reuniéndose con representantes de la OACDH, de 
organizaciones no gubernamentales locales y del cuerpo diplomático para tratar las 
medidas que había adoptado para cumplir con las recomendaciones de la OACDH 
de febrero 2012 a fin de mejorar las prácticas de derechos humanos. Las 
recomendaciones hacían referencia a varios temas, como la restitución de las 
tierras, los ataques contra los defensores de derechos humanos y la prevención de 
ejecuciones extrajudiciales. Si bien reconocían los avances en una serie de 
recomendaciones, la OACDH y organizaciones no gubernamentales locales 
informaron que el gobierno no las había aplicado plenamente a fines de año. 
 
Entes gubernamentales de derechos humanos: El defensor del pueblo es 
independiente, presenta un informe anual a la Cámara de Representantes y está a 
cargo de promover los derechos humanos y el ejercicio de los mismos. De acuerdo 
con los grupos de derechos humanos, la Defensoría del Pueblo no contó con 
suficientes fondos, lo cual limitó su capacidad para vigilar con eficacia las 
violaciones a estos derechos. Los miembros de las oficinas regionales de la 
Defensoría del Pueblo informaron haber recibido amenazas de grupos armados 
ilegales por medio de panfletos, correos electrónicos y acciones violentas. 
 
El Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, que es coordinado por una comisión de 11 funcionarios públicos de 
alto nivel y encabezado por el vicepresidente, se encarga de formular, aplicar y 
evaluar las políticas del gobierno en materia de derechos humanos y derecho 
humanitario internacional. El Programa Presidencial para los Derechos Humanos, 
que opera bajo la autoridad del vicepresidente, coordina la política nacional de 
derechos humanos y las medidas adoptadas por las entidades gubernamentales para 
promoverlos o protegerlos. El programa publica informes regionales, nacionales y 
temáticos sobre cuestiones de los derechos humanos. Durante el año, el programa 
siguió realizando foros públicos con grupos de la sociedad civil, grupos de 
gobiernos locales y nacionales y la comunidad internacional y había llevado a cabo 
foros en los 32 departamentos y el distrito federal de Bogotá. Contaron con la 
participación de los representantes del gobierno local, regional y nacional, así 
como de grupos de la sociedad civil y observadores internacionales. El programa 
recolectó datos y recomendaciones de los 33 foros para preparar una revisión de la 
política nacional sobre los derechos humanos que el Presidente Santos firmó el 5 
de diciembre. 
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Tanto el Senado como la Cámara de Diputados tuvieron comisiones de derechos 
humanos, las cuales funcionan únicamente como foros de debate sobre cuestiones 
de derechos humanos. 
 
Sección 6. Discriminación, abusos sociales y trata de personas 
 
Si bien la ley de 2011 contra la discriminación prohíbe específicamente la 
discriminación por motivos de raza, sexo, discapacidad, idioma, orientación 
sexual, identidad de género o condición social, en la práctica muchas de estas 
prohibiciones no se impusieron. Por ejemplo, el manual de procedimientos 
administrativos para los bancos de sangre publicado por el Ministerio de Salud 
afirma que para proteger del VIH/Sida a un recipiente de una transfusión, excluye 
a aquellos que han tenido “relaciones sexuales con hombres homosexuales en los 
últimos 15 años”. En junio de 2012, el Tribunal Constitucional pidió al Ministerio 
de Salud que borrara los criterios de selección basados en la orientación sexual de 
los donantes, pero a final del año la disposición no había cambiado.  
 
El 10 de abril, el Tribunal Constitucional anuló una demanda que disputaba la 
constitucionalidad de la ley de 2011. 
 
Mujeres 
 
Violación y violencia doméstica: Aunque está prohibida por la ley, la violación, 
incluso la violación conyugal, siguió siendo un problema grave. La ley prevé penas 
que oscilan entre 8 y 30 años de prisión por asalto sexual violento. Para los actos 
de violencia sexual conyugal, la ley contempla penas de prisión de seis meses a dos 
años y deniega la libertad condicional o libertad bajo fianza a los infractores que 
desobedezcan las órdenes de alejamiento. No hubo ninguna base de datos completa 
o consolidada sobre la incidencia de la violencia sexual, pero grupos de ONG 
denunciaron que la notificación a las autoridades de casos violación siguió siendo 
incompleta. 
 
La Fiscalía General de la Nación reportó que entre enero y octubre hubo 3.257 
nuevos casos de violación, 6.549 casos de asalto sexual y 897 delitos sexuales 
contra “personas incapaces de resistir”, como los menores y las personas con 
discapacidades. La Fiscalía General de la Nación indicó que muchos casos no eran 
reportados. Los miembros de grupos ilegales, exmiembros paramilitares y 
guerrilleros violaron y abusaron sexualmente de mujeres y menores. 
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Las tasas de enjuiciamiento por violación han sido históricamente bajas. Hasta 
final de octubre, la Fiscalía General de la Nación había iniciado 25.155 
investigaciones nuevas por delitos sexuales. Al 15 de noviembre, 2.030 
investigaciones estaban en la etapa de acusación o de causa oficial, 21.566 estaban 
en la etapa de investigación preventiva, 63 recibieron condenas durante el año, 33 
se cerraron sin decisiones y 1.463 se mantuvieron abiertas pero archivadas por falta 
de pruebas. Además, la Fiscalía General de la Nación reportó 136 investigaciones 
disciplinarias en curso de miembros de las fuerzas de seguridad por delitos 
sexuales, de las cuales cuatro fueron iniciadas durante el año.  
 
Una ley de 2012 permite a las autoridades enjuiciar a los que cometen delitos de 
violencia doméstica cuando la víctima no testifica si hay otro testigo. Las 
autoridades judiciales pueden sacar a un abusador de su casa y exigirle que se 
someta a terapia. La ley establece tanto multas como tiempo en prisión si el 
abusador provoca perjuicios graves o si el abuso es repetido; sin embargo, las 
autoridades no impusieron multas. Otra ley de 2012 incrementa el tiempo de cárcel 
y las multas si el delito en cuestión causa “desfiguración física temporal”, como los 
ataques cada vez más comunes con ácido, en los que el atacante arroja ácido al 
rostro de la víctima. La Fiscalía General de la Nación reportó 60 investigaciones 
abiertas relacionadas con ataques con ácido, aunque no todos habían tenido lugar 
durante el año.  
 
Por ejemplo, el 20 de junio, un tribunal sentenció a Alexis Eduardo Ramírez 
Romana a 16 años y seis meses de prisión por echarle ácido a la cara de Daysi 
Natalia Valencia González en Bogotá en 2011. 
 
La Fiscalía General de la Nación reportó el inicio de 34.009 investigaciones nuevas 
de casos de violencia doméstica hasta final de noviembre. En 30.987 de los casos 
las víctimas eran mujeres y en 2.683 casos, eran menores. La ley obliga al gobierno 
a proteger inmediatamente a las víctimas de violencia doméstica contra nuevos 
abusos físicos o psicológicos. El ICBF ofreció refugio y orientación a algunas 
mujeres y menores víctimas de violencia doméstica, pero sus servicios fueron 
insuficientes habida cuenta la demanda. Además de cumplir con las funciones 
tradicionales de asesoramiento de la familia, los defensores de la familia del ICBF 
manejaban casos de violencia doméstica. 
 
Mutilación genital femenina/ablación: Varios grupos indígenas practicaban la 
mutilación genital femenina/ablación. No hubo estadísticas precisas sobre esta 
práctica (véase la sección 6, Menores de edad). 
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Acoso sexual: La ley establece medidas para desalentar y sancionar el acoso en el 
lugar de trabajo, tal como el acoso sexual, el abuso verbal o la burla, la agresión y 
la discriminación. Sin embargo, las ONG reportaron que el acoso sexual siguió 
siendo un problema generalizado y de notificación incompleta. No existía 
información disponible sobre si el gobierno había aplicado la ley efectivamente. 
 
Derechos de reproducción: Las parejas e individuos tienen derecho a decidir el 
número, el espaciamiento y el momento del nacimiento de sus hijos, y la 
información y los medios para hacerlo, libres de toda discriminación. Las mujeres 
y los hombres tenían acceso a métodos anticonceptivos, asistencia especializada 
durante el parto, atención prenatal y obstétrica. Durante el año un grupo de 60 
mujeres participaron en una queja masiva de violencia de género en Santa Marta. 
Diez de las mujeres reportaron ser víctimas de esterilización forzada por grupos 
delictivos armados que operaban en la zona.  
 
Los grupos armados ilegales siguieron forzando a las mujeres a abortar. Las 
mujeres combatientes desmovilizadas de las FARC informaron que las mujeres en 
las FARC fueron obligadas en repetidas ocasiones a abortar, y la mayoría de ellas 
tuvo entre uno y siete abortos. La Fiscalía General de la Nación reportó el inicio de 
21 investigaciones nuevas de casos de abortos forzados hasta final de octubre. 
 
Discriminación: Aunque las mujeres gozan de los mismos derechos que los 
hombres, la discriminación grave contra las mujeres persistió. Las mujeres fueron 
discriminadas en la contratación, se vieron afectadas desproporcionadamente por el 
desempleo y percibieron sueldos que, por lo general, no guardaban relación con su 
educación ni experiencia. De acuerdo con las estadísticas del gobierno, el 54% de 
las mujeres en edad de trabajar participaron en la fuerza laboral. Según Sisma 
Mujer y el Ministerio del Trabajo, en promedio, las mujeres recibían un 79% del 
sueldo que los hombres recibían. El Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística reportó que las mujeres ganaban en promedio 23,3% menos que los 
hombres. 
 
La Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer tiene la 
responsabilidad principal de combatir la discriminación de la mujer, aunque los 
grupos de defensa de la causa reportaron que la Consejería seguía sin recibir 
fondos suficientes. El 11 de septiembre, el alto consejero anunció el lanzamiento 
de una política pública nacional para la equidad de género. La política incluye 
normativas para incorporar a las mujeres en la creación de un tratado de paz; 
otorgar a las mujeres acceso a la autonomía económica, puestos de toma de 



COLOMBIA 44 

Country Reports on Human Rights Practices for 2013 
United States Department of State • Bureau of Democracy, Human Rights and Labor 

decisiones, derechos de salud y reproductivos, y una vida libre de violencia; e 
incorporar un enfoque de género en la educación.  
 
El Ministerio de Defensa siguió ejecutando su protocolo para manejar causas de 
violencia y acoso sexual relacionadas con miembros de las fuerzas armadas. La 
Fiscalía General de la Nación reportó que hasta final de octubre tenía activas 116 
investigaciones en casos de presunta violencia sexual por miembros de las fuerzas 
de seguridad.  
 
Menores 
 
Inscripción del nacimiento: La ciudadanía se obtiene por nacimiento en el territorio 
del país. La mayoría de los nacimientos fueron inscritos inmediatamente después 
del nacimiento. Si el nacimiento no se inscribe en el plazo de un mes, los padres 
pueden ser multados y se les puede denegar los servicios públicos. 
 
Maltrato de menores: El maltrato de menores fue un grave problema. El ICBF 
reportó 31.945 casos de maltrato de menores hasta final de julio, entre ellos abusos 
psicológicos y físicos, descuidos y abuso a un feto en el útero. El ICBF denunció 
11.767 casos de abuso sexual contra menores hasta el 5 de septiembre. La Fiscalía 
General de la Nación informó que el 49% de las investigaciones que había iniciado 
durante el año por delitos sexuales comprendía el abuso sexual de menores, 
quienes en su mayoría tenían menos de 14 años (la edad mínima de 
consentimiento). Del 16 al 18 de junio, el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo patrocinó una conferencia internacional en la ciudad de Villavicencio 
sobre la explotación comercial y sexual de niños y adolescentes, con participación 
representantes de empresas privadas y de los gobiernos locales y el gobierno 
nacional. Además, durante el primer semestre del año, el ICBF presentó talleres 
que proporcionaron capacitación y apoyo técnico sobre cómo tratar a los menores 
que son víctimas a 271 profesionales que formaron los equipos regionales 
interdisciplinarios de las oficinas locales de los defensores en los departamentos de 
Cauca, Amazonas, Bolívar, Guajira, Boyacá, Arauca y Quindío. 
 
Matrimonio forzado y a temprana edad: El matrimonio es legal a los 18 años. Los 
varones mayores de 14 años y las niñas mayores de 12 pueden casarse con el 
permiso de sus padres. Según un informe de 2012 del UNICEF, el 23% de las 
mujeres entre 20 y 24 años estaban casadas o en una unión civil antes de cumplir 
los 18 años. 
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Prácticas tradicionales dañinas: Varios grupos indígenas practicaban la mutilación 
genital femenina/ablación. No hubo estadísticas precisas sobre esta práctica, que 
pertenece los tipos I y IV de acuerdo con el sistema de clasificación de la 
Organización Mundial de la Salud. Entre las iniciativas del gobierno para evitar la 
mutilación genital femenina/ablación estaban el conseguir en 2011 que continuara 
el compromiso con el amplio grupo indígena Embera-Chami en cuanto a su 
renuncia a la práctica. El compromiso de la tribu continuó durante el año. El Fondo 
de Población de la ONU siguió apoyando un proyecto de consulta sobre la 
mutilación genital femenina/ablación con indígenas durante el año. La meta del 
proyecto es erradicar prácticas dañinas para la vida y la salud de las niñas y las 
mujeres indígenas en todo el país, con énfasis en los departamentos de Risaralda y 
Chocó. También durante el año, el gobierno alentó el diálogo con los 
representantes de comunidades indígenas, entre ellos, el Valle del Cauca, para 
persuadirlos a que abandonaran la práctica de mutilación genital 
femenina/ablación. 
 
Explotación sexual de menores: La explotación sexual comercial de menores 
seguía siendo un problema. La ley define la explotación sexual de un menor como 
solicitar o exigir la realización de actos carnales o sexuales, directamente o por 
medio de un tercero, con una persona menor de 18 años de edad, mediante el pago 
o la promesa de pago en efectivo, en especie o remuneración de cualquier 
naturaleza. Este delito conlleva una pena de 14 a 25 años de prisión, con penas 
agravadas para los autores que son miembros de la familia de la víctima y para 
casos de turismo sexual, matrimonio forzado o explotación sexual por grupos 
armados ilegales. Alentar u obligar a un menor de edad a ejercer la prostitución 
conlleva una pena de dos a ocho años de cárcel y una multa. La ley prohíbe la 
pornografía utilizando a menores de 18 años de edad y establece una pena de 10 a 
20 años de cárcel y una multa. La edad mínima de consentimiento sexual es de 14 
años. La pena por actividad sexual con un menor de 14 años oscila entre 2 y 10 
años de cárcel. 
 
No existen estadísticas completas sobre el número de personas condenadas en 
virtud de estas leyes durante el año. De acuerdo con el ICBF, hasta el 5 de 
septiembre, hubo 491 denuncias de menores que ejercieron la prostitución forzada 
o independiente y 170 denuncias de pornografía infantil. Hasta el 11 de 
septiembre, el ICBF había ayudado a 12.911  menores víctimas de la violencia 
sexual, como la explotación sexual, con apoyo psicológico, médico y legal. La ley 
autoriza al gobierno a confiscar las ganancias de hoteles y otros establecimientos 
donde se explota sexualmente a menores, y la Fiscalía General de la Nación recibió 
siete casos en virtud de esta ley durante el año.  
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Con el liderazgo del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y el Ministerio 
del Trabajo, el ICBF y la PNC siguieron aplicando una estrategia nacional para 
prevenir la explotación sexual de niños y adolescentes en el contexto de viajes y 
turismo. La campaña de sensibilización apoyó talleres y foros. El ICBF, en 
asociación con organizaciones de la sociedad civil, también lanzó una línea 
telefónica de emergencia para luchar contra la explotación sexual comercial y 
contra la pornografía de menores. Hasta final de octubre, la ONG Fundación 
Renacer, junto con autoridades locales, había certificado a más de 100 hoteles y 
otros establecimientos de turismo en todo el país que están comprometidos con la 
lucha contra la explotación sexual de niños y adolescentes. Los hoteles estaban 
ubicados principalmente en las zonas metropolitanas de Bogotá y Cartagena y en la 
región cafetera, la cual es otro destino turístico importante. 
 
Niños soldados: Los guerrilleros continuaron con la práctica de reclutar por la 
fuerza y utilizar a menores como soldados, incluidos los niños indígenas (véase la 
sección 1.g.). De acuerdo con la ONU, grupos armados ilegales asesinaron o 
amenazaron de muerte a menores por sospechar que eran informantes de las 
fuerzas armadas. 
 
Niños desplazados: La CODHES estimó que el 38% de las personas inscritas como 
desplazadas desde 1985 eran menores (véase también el apartado 2.d., desplazados 
internos). 
 
Sustracción internacional de menores: El país es signatario del Convenio de La 
Haya de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores. Para obtener información, sírvase consultar el informe del Departamento 
de Estado sobre cumplimiento en 
http://travel.state.gov/abduction/resources/congressreport/congressreport_4308.htm
l, e información específica de cada país en 
http://travel.state.gov/abduction/country/country_3781.html (ambos en inglés). 
 
Antisemitismo 
 
La comunidad judía tenía alrededor de 5.000 miembros. No hubo informes de 
actos antisemitas. 
 
La trata de personas 
 

http://travel.state.gov/abduction/resources/congressreport/congressreport_4308.html
http://travel.state.gov/abduction/resources/congressreport/congressreport_4308.html
http://travel.state.gov/abduction/country/country_3781.html
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Véase también Trafficking in Persons Report [Informe sobre la trata de personas] 
del Departamento de Estado en www.state.gov/g/tip. 
 
Personas con discapacidad 
 
La ley prohíbe la discriminación de personas con discapacidades físicas y mentales 
en el trabajo, la educación, el acceso a edificios públicos, los viajes aéreos y otros 
medios de transporte, el acceso a la atención médica o la prestación de otros 
servicios públicos. Somos Defensores y otras ONG reclamaron que estas leyes casi 
nunca se aplicaban. Ninguna ley ordena el acceso a la información ni a las 
telecomunicaciones para las personas con discapacidades. El Programa 
Presidencial de Derechos Humanos es responsable de proteger los derechos de las 
personas con discapacidad. 
 
La Constitución establece la educación como un derecho fundamental. Si bien los 
niños con discapacidades asisten a todos los niveles de escolaridad, los defensores 
de la causa observaron que la gran mayoría de los docentes y las escuelas no 
estaban capacitados ni equipados para educar satisfactoriamente a los menores con 
discapacidades. Los grupos de incidencia también afirmaron que los niños con 
discapacidades ingresaban al sistema educativo más tarde y tenían tasas de 
deserción más altas que los que no tenían discapacidades. Los defensores de la 
causa observaron también que los niños con discapacidades eran más vulnerables 
al abuso sexual y a otras formas de abuso, y que a los ciudadanos con 
discapacidades se les dificultaba votar y participar en asuntos cívicos debido a la 
falta de transporte o de acceso adecuados a los centros de votación en numerosos 
lugares de todo el país. 
 
En noviembre el Consejo de Estado ordenó que todas las oficinas públicas hicieran 
que las instalaciones fueran accesibles para las personas con discapacidades y 
solicitó a los funcionarios públicos que incluyeran requisitos de accesibilidad al 
conceder licencias para la construcción y ocupación.  El Consejo de Estado 
también pidió a cada municipalidad que hiciera cumplir las reglas que harían que 
todas las oficinas públicas fueran accesibles para las personas con discapacidades 
“en breve”. 
 
Minorías nacionales, raciales y étnicas 
 
Según el censo nacional de 2005, aproximadamente 4,5 millones de personas, el 
10% de la población del país, se describieron como descendientes de africanos. Un 
informe de las Naciones Unidas de 2011 calculó que los afrocolombianos 

http://www.state.gov/j/tip
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integraban del 15% al 20% de la población, mientras que los grupos de derechos 
humanos y las organizaciones afrocolombianas estimaron que la proporción era del 
20% al 25%. 
 
Los afrocolombianos tienen derecho a todos los derechos y las protecciones 
constitucionales, pero afrontaban una discriminación económica y social 
considerable. De acuerdo con el informe de la ONU, el 46% de la población del 
país vivía por debajo del índice de pobreza, pero en el Chocó, el departamento con 
el mayor porcentaje de afrocolombianos residentes, el 71% de los residentes vivía 
por debajo del umbral de pobreza, el 41% en pobreza extrema. El Chocó siguió 
teniendo el nivel más bajo per cápita de la inversión social y ocupó el último lugar 
en lo que respecta a la infraestructura, la educación y la salud. La mortalidad 
materna en el Chocó fue cuatro veces superior a la media nacional. También 
continuó sufriendo algunos de los peores hechos de violencia política del país, en 
tanto las bandas de delincuentes organizados y los guerrilleros de las FARC y del 
ELN luchaban por el control del corredor de contrabando de drogas y de armas del 
departamento (véase la sección 1.g.). En el informe de la ONU, se explica además 
que en Nariño, otro departamento con un alto porcentaje de afrocolombianos, las 
tasas de analfabetismo fueron seis veces superiores al promedio nacional. 
 
En 2010, el gobierno aprobó una política para promover la igualdad de 
oportunidades para las poblaciones negra, afrocolombiana, palenquera y raizal. 
(Las poblaciones palenqueras en algunas partes de la costa del Caribe, las 
poblaciones raizales en el archipiélago de San Andrés, y los negros y 
afrocolombianos son colombianos afrodescendientes que se autoidentifican de 
forma algo diferente en función de sus patrimonios lingüísticos y culturales 
singulares.) El Observatorio contra la Discriminación y el Racismo del gobierno, 
siguió vigilando el uso de estrategias especializadas en políticas públicas para las 
minorías étnicas, realizó estudios sobre racismo y discriminación y formuló 
recomendaciones a otras entidades públicas sobre la promoción de la igualdad de 
oportunidades. El Ministerio del Interior siguió ofreciendo apoyo técnico y fondos 
para proyectos productivos y autosuficientes presentados por las comunidades 
afrocolombianas. Durante el año, 26 de los consejos comunitarios (de 
afrodescendientes, palenqueras y raizales) y 48 ONG afrocolombianas recibieron 
capacitación del gobierno en gobernabilidad, para entender sus derechos, como los 
derechos de las mujeres, y renovación de liderazgo. El gobierno continuó también 
una comisión de trabajo sobre cuestiones de los afrodescendientes con otros 
miembros de la Comunidad Andina de Naciones y mantuvo una comisión 
binacional de asuntos étnicos con Ecuador. 
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Una ley de 2011 contra la discriminación impone una pena de uno a tres años de 
prisión o una multa de aproximadamente de 5,3 a 8 millones de pesos (de 
US$2.700 a US$4.100). También agrega un capítulo en el código penal sobre la 
discriminación, que comprende no sólo el racismo, sino la discriminación por 
motivos de origen étnico, religioso, de nacionalidad, ideología política, sexo y 
orientación sexual. Hasta final de octubre, el gobierno informó que las autoridades 
habían acusado a 57 personas en el marco de la ley contra la discriminación. 
 
Hasta final de agosto, la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras (DACN) del Ministerio del Interior 
había capacitado a 520 funcionarios gubernamentales en todo el país en cuanto a 
los problemas afrocolombianos, entre ellos la prevención y erradicación del 
racismo y la discriminación racial.  
 
El 1º de junio, el Ministerio del Interior emitió una resolución para apoyar el 
trabajo del Congreso Nacional Autónomo de Consejos Comunitarios 
Afrocolombianos y Organizaciones Étnicas de Negros, Afrocolombianos, Raizales 
y Palenqueras, junto con sus asambleas departamentales. La resolución llamó a que 
las comunidades se reunieran en cada departamento, en julio y agosto y durante 
una reunión del Congreso Nacional Autónomo de Consejos Comunitarios 
Afrocolombianas del 23 al 27 de octubre. En esa reunión las comunidades 
eligieron a 112 representantes para que se relacionasen con el gobierno sobre 
problemas de consultas anteriores y de restitución de tierras, pero algunas 
comunidades afrocolombianas se quejaron de que los elegidos no representaban 
sus intereses.  
 
Hasta final de agosto, la DACN registró 76 consejos comunitarios 
afrocolombianos; emitió certificaciones a 1.769 individuos, lo que les calificaba 
para poder pedir empleo, becas y descuentos reservados para los afrocolombianos; 
y emitió otras 2.239 certificaciones de carácter étnico. 
 
Pueblos indígenas 
 
La constitución y las leyes reconocen especialmente los derechos fundamentales de 
los pueblos indígenas, que componen aproximadamente el 3,4% de la población, y 
exigen que el gobierno consulte previamente con los grupos indígenas sobre las 
medidas gubernamentales que pudieran afectarlos. 
 
La ley concede a los grupos indígenas derechos a perpetuidad sobre sus tierras 
ancestrales, pero la demarcación de esas tierras fue, con frecuencia, motivo de 
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disputas entre los grupos indígenas, terratenientes vecinos y el gobierno. Las 
autoridades indígenas tradicionales operaban 712 reservas, lo que representa 
aproximadamente el 27% del territorio del país, con funcionarios seleccionados de 
acuerdo con las tradiciones indígenas. Sin embargo, muchas comunidades 
indígenas no tenían títulos legales de las tierras que reclamaban, y los grupos 
armados ilegales a menudo impugnaban violentamente la propiedad de las tierras 
reclamadas por los indígenas. 
 
La ley establece jurisdicciones penales y civiles especiales en los territorios 
indígenas según leyes tradicionales de la comunidad. Los procedimientos legales 
en estas jurisdicciones fueron objeto de manipulación y, a menudo, se dictaron 
castigos más indulgentes que los impuestos por los tribunales civiles ordinarios. 
 
Algunos grupos indígenas continuaron argumentando que no podían participar 
adecuadamente en las decisiones que afectaban a sus tierras. Los líderes indígenas 
se quejaron de la presencia ocasional de las fuerzas de seguridad del gobierno en 
las reservas indígenas, y pidieron que el gobierno consultara con las autoridades 
indígenas antes de llevar a cabo acciones militares contra los grupos armados 
ilegales que operaban en estas zonas o a su alrededor, así como antes de la 
construcción de carreteras u otras obras públicas en sus tierras o proximidades. La 
constitución dispone este mecanismo de “consulta previa” para las comunidades 
indígenas, pero no exige que el gobierno obtenga el consentimiento de esas 
comunidades en todos los casos. 
 
El 29 de agosto, el gobierno anunció reformas adicionales al mecanismo de 
“consulta previa” para reducir el tiempo de duración que el proceso lleva 
normalmente antes de que un proyecto se pueda aprobar. El 7 de noviembre, el 
gobierno promulgó una directiva presidencial sobre consultas previas para definir 
aun más el proceso, pero algunos grupos comunitarios indígenas afrocolombianos 
se quejaron de que no se les había consultado antes de que se promulgara la 
directiva.  
 
El Gobierno declaró que, por razones de seguridad, no podía dar aviso previo de la 
mayoría de las operaciones militares, especialmente cuando buscaban a 
combatientes enemigos, y añadió que, en lo posible, había consultado con los 
líderes indígenas antes de entrar en las tierras pertenecientes a las comunidades. La 
ley permite la presencia de fuerzas de seguridad del gobierno en las tierras 
indígenas, pero las directivas del Ministerio de Defensa ordenan a las fuerzas de 
seguridad respetar la integridad de las comunidades indígenas, en particular 
durante operaciones militares y policiales. 
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A pesar de las protecciones legales especiales y los programas de asistencia del 
gobierno, los indígenas siguieron sufriendo discriminación y a menudo vivían en 
los márgenes de la sociedad. Los indígenas eran la población más pobre del país y 
tenían las tasas más elevadas de mortalidad por edad. Las mujeres indígenas 
sufrían una triple discriminación por motivos de sexo, origen étnico y precaria 
situación económica. Al 15 de noviembre, la Fiscalía General de la Nación reportó 
27 investigaciones activas de miembros de las fuerzas armadas acusados de 
infringir los derechos, la cultura o las costumbres de grupos indígenas. 
 
La organización AI estaba preocupada por la seguridad de los indígenas que 
protestaban debido al aparente uso desproporcionado de violencia contra ellos por 
parte de las fuerzas de seguridad y una amenaza de muerte por un grupo de 
delincuencia organizada en contra de ciertos líderes. El 16 de octubre, unidades 
ESMAD entraron para dispersar una manifestación indígena que bloqueaba la 
carretera a Buenaventura en la región del Valle del Cauca. AI denunció que la 
policía disparó botes de gas lacrimógeno directamente contra los manifestantes y 
también les golpearon repetidamente. AI alegó que más de 60 personas habían sido 
heridas, 16 de ellas con heridas graves, y que la policía antidisturbios no dejó que 
los manifestantes que estaban heridos recibieran tratamiento médico durante varias 
horas. El 15 de octubre, el grupo delictivo Los Rastrojos envió una amenaza por 
escrito a líderes indígenas en varias regiones avisándoles que si no ponían fin a las 
manifestaciones serían el blanco de una “limpieza social”.  
 
Los asesinatos de miembros y líderes de grupos indígenas continuó siendo un 
problema. La Fiscalía General de la Nación registró 27 homicidios de indígenas 
desde el 1º de enero hasta final de octubre. Según informes en la prensa, el 2 de 
mayo, en Tuchín, Córdoba, cuatro hombres armados dispararon y mataron a los 
miembros indígenas de la comunidad Zenú, Adalberto Murillo Teherán y Luis 
Carlos Padilla López. La Fiscalía General abrió una investigación que, al 4 de 
octubre, estaba en su etapa preliminar.  
 
Abusos sociales, discriminación y actos de violencia motivados por la 
orientación sexual y la identidad de género 
 
No hubo discriminación oficial por orientación sexual en el empleo, la vivienda, la 
apatridad ni el acceso a la educación y la asistencia médica. Sin embargo, a pesar 
de las medidas del gobierno para aumentar los derechos y la protección de las 
personas lesbianas, gay, bisexuales y transgénero (LGBT), hubo denuncias de 
abuso social y discriminación. 
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Colombia Diversa, una ONG centrada en abordar la violencia y la discriminación 
por orientación sexual, publicó un informe preliminar sobre al menos 18 asesinatos 
hasta final de agosto debido a prejuicios por orientación sexual o identidad de 
género. 
 
Colombia Diversa denunció también casos de abuso policial contra personas 
debido a su orientación sexual, y la mayoría de las quejas provino de personas 
transexuales. Según las ONG que tratan temas de LGBT, estos ataques fueron 
frecuentes, pero las víctimas no los denunciaron por temor a sufrir represalias. Las 
ONG también denunciaron varios casos de amenazas contra defensores de 
derechos humanos que trabajan en cuestiones de LGBT, así como un alto nivel de 
impunidad por los delitos contra los miembros de la comunidad de LGBT. Estas 
organizaciones atribuyeron los niveles de impunidad en parte al hecho de que la 
Fiscalía General de la Nación no distinguía ni seguía con eficacia los delitos contra 
la comunidad de LGBT. 
 
Los miembros de la comunidad de transgéneros citaron obstáculos a los servicios 
públicos cuando los profesionales de la salud o policías se negaban a aceptar la 
identificación expedida por el gobierno con los nombres y las fotos de las personas 
transgénero. 
 
Las ONG reclamaron que la discriminación contra las personas en las cárceles 
debido a su orientación sexual o identidad de género seguía siendo un problema. 
Además, hubo casos en los que las autoridades denegaron servicios médicos a las 
personas transexuales. 
 
El Ministerio del Interior, la Oficina del Defensor Público y la Fiscalía General de 
la Nación se reunieron con grupos académicos y de investigación para determinar 
los problemas y las propuestas para una crear un marco de política pública nacional 
sobre los derechos de las personas LGBT y celebró audiencias a nivel nacional 
sobre el tema. Las sesiones fueron la respuesta a una decisión del Tribunal 
Constitucional en 2011 que dictaba que las dependencias colaborasen para crear el 
marco. Durante el año, la unidad LGBT del Ministerio del Interior, en 
coordinación con varios otros ministerios, estableció un marco nacional sobre los 
problemas de LGBT, trabajo que continuaba a finales de año.  
 
El grupo de trabajo de la Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y Minorías del 
Ministerio del Interior para los casos de LGBT urgentes, con la participación de la 
Oficina del Fiscal General y del Ministerio de Defensa, celebró reuniones 
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interinstitucionales para informar a la sociedad civil acerca de las vulnerabilidades 
en materia de derechos humanos, articular planes de acción para abordar las 
vulnerabilidades, seguir la progresión de los casos a través de diversas entidades 
estatales y definir protocolos sobre cómo asistir mejor a las víctimas. 
 
Durante el año, el ministerio continuó su campaña de información pública sobre 
los derechos de las personas LGBT por las redes de televisión nacional y regional. 
 
Otras formas de violencia o de discriminación sociales 
 
No hubo informes confirmados de casos de violencia o discriminación social de 
personas afectadas por el VIH/Sida u hacia otros grupos no mencionados 
anteriormente en este documento, ni de grupos religiosos. La Fiscalía General de la 
Nación reportó que hasta final de octubre había iniciado un caso con acusaciones 
de discriminación por infección con el VIH.  
 
Sección 7. Los derechos de los trabajadores 
 
a. Libertad de asociación y el derecho de negociación colectiva 
 
La ley permite a algunos trabajadores formar sindicatos y afiliarse a ellos, realizar 
huelgas legales y llevar a cabo negociaciones colectivas, y prohíbe la 
discriminación antisindical. También establece algunas restricciones en la 
formación de un sindicato y la afiliación al mismo, en particular para los 
trabajadores en situaciones de contratación indirecta (si bien las ambigüedades 
legales también permiten que algunos trabajadores contratados indirectamente 
formen sindicatos). La ley prohíbe que los miembros de las fuerzas armadas y la 
policía formen sindicatos o se integren a los mismos. El código laboral prevé el 
reconocimiento automático de los sindicatos que obtengan 25 firmas de posibles 
miembros y cumplan el trámite de registro. 
 
La ley prohíbe hacer huelga a los miembros de algunos sindicatos del sector 
público, a las fuerzas armadas, la policía y personas que prestan “servicios 
públicos esenciales”. El gobierno publicó un resumen de la doctrina, los 
precedentes judiciales y la jurisprudencia que acortó la definición de servicios 
esenciales que deben usar los inspectores de trabajo y el poder judicial en 2011, si 
bien algunos miembros de la comunidad sindical criticaron este documento por 
seguir inclinándose hacia una definición excesivamente amplia de los servicios 
esenciales. Antes de realizar una huelga, los sindicatos deben cumplir con los 
procedimientos legales, como el requisito de que haya un período de 
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conversaciones con el empleador, se presente una lista de demandas y se obtenga 
la aprobación de la mayoría en el sindicato para declararse en huelga. La ley limita 
las huelgas a los períodos de las negociaciones contractuales o de la negociación 
colectiva, y permite a los empleadores despedir a los sindicalistas que participen en 
huelgas o paros que los tribunales dictaminen ilegales. 
 
La ley confiere a los empleados del sector público el derecho a negociar 
colectivamente, incluso sus salarios, pero estipula que los trabajadores del sector 
público a los niveles local y departamental se ciñan a los límites salariales 
establecidos en los acuerdos a nivel nacional. La ley también impuso otras 
restricciones a la negociación colectiva de algunas condiciones laborales, como la 
estructura institucional y ciertos procedimientos administrativos. 
 
La ley permite las cooperativas de trabajo asociado (CTA), los pactos colectivos, 
así como los contratos sindicales. En virtud de los pactos colectivos, los 
empleadores pueden negociar acuerdos sobre salarios y condiciones de trabajo con 
grupos de trabajadores en los lugares de trabajo donde no haya sindicato o cuando 
un sindicato representa a menos de un tercio de los empleados. Bajo los contratos 
sindicales, el sindicato, a veces creado para este propósito, contrata a miembros 
como si fuera un subcontratista. La ley y las reglamentaciones prohíben el uso de 
las CTA y los pactos colectivos para socavar el derecho de asociación y de 
negociación colectiva, incluso ofreciendo mejores condiciones a los trabajadores 
no sindicalizados en esos pactos. Las CTA deben inscribirse ante el gobierno y 
proporcionar remuneración por lo menos equivalente al salario mínimo y las 
mismas prestaciones de salud y de jubilación que normalmente se ofrecen a los 
empleados contratados directamente. 
 
La multa máxima por violar leyes que prohíben el uso indebido de las CTA es 
5.000 veces el salario mínimo mensual o 2.900 millones de pesos (US$1,5 millón). 
La ley también establece que los infractores reincidentes que usen indebidamente 
las CTA u otras relaciones laborales recibirán la pena máxima y podrían quedar 
sujetos a perder del todo su condición legal para operar. Los empleadores que 
participan en prácticas antisindicales pueden ser sancionados con un máximo de 
cinco años de cárcel. Entre las prácticas prohibidas se incluye impedir el derecho 
de los trabajadores a realizar huelgas legales, reunirse o de otro modo asociarse y 
extender a los miembros de pactos colectivos mejores condiciones que las de los 
sindicatos. 
 
El gobierno, por lo general, hizo cumplir las leyes pertinentes, pero la falta de 
inspectores capacitados en las leyes más recientes a nivel local, así como un 
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sistema judicial sobrecargado, inhibieron la aplicación rápida y congruente. Como 
parte de sus compromisos según el Plan de Acción Colombia para derechos 
laborales de 2011 (el Plan de Acción Laboral), el gobierno continuó tomando 
medidas para aumentar la aplicación efectiva de la libertad sindical y la 
negociación colectiva, así como las inspecciones laborales del Ministerio del 
Trabajo dirigidas a cinco sectores: aceite de palma, azúcar, puertos, minas y flores 
cortadas. 
 
El Ministerio del Trabajo siguió ampliando su capacidad técnica en varias áreas, 
entre ellas, los procedimientos de inspección para hacer cumplir los nuevos 
reglamentos sobre las CTA. Los procedimientos incluyen la formación en una guía 
de inspección conjuntamente con seminarios regionales. 
 
El gobierno está facultado para multar a los infractores de derechos laborales. En 
enero el gobierno aprobó la Ley 1610, que incrementa las multas por violaciones 
labores de 100 veces el salario mínimo mensual hasta 500 veces el salario mínimo 
mensual. El Ministerio del Trabajo reportó que había llevado a cabo 4.111 
investigaciones de todo tipo de violaciones laborales y había impuesto 3.097 
sanciones y multas durante el año, por un total de más de 250.000 millones de 
pesos (US$128,8 millones). El número total de multas a las CTA y pre-CTA 
durante el año fueron de 155.000 millones de pesos (US$79,9 millones), pero 
ninguna de las multas se había cobrado para final de año. El Servicio Nacional de 
Aprendizaje del gobierno, la entidad a cargo de cobrar las multas, según informó, 
no tenía el proceso administrativo adecuado para hacerlo. La Unidad Especial de 
Investigaciones del Ministerio del Trabajo siguió ejercitando su poder para 
investigar y sancionar en cualquier jurisdicción. La Dirección de Inspección, 
Vigilancia, Control y Gestión Territorial del Ministerio de Trabajo decide en cada 
uno de los casos si asignará a la Unidad Especial de Investigaciones o a los 
inspectores regionales para investigar ciertos sitios. 
 
El gobierno trabajó en estrecha colaboración con la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) para elaborar un plan integral para que la OIT prestara asistencia 
técnica adicional al Ministerio del Trabajo. Éste, en colaboración con la OIT, 
presentó un taller de cinco días en Bogotá, Cali, Barranquilla y Arauca sobre 
investigaciones judiciales de violencia antisindicalista. El ministerio continuó 
empleando un mecanismo de denuncia telefónica y por la internet para notificar 
supuestas infracciones de tipo laboral. Sin embargo, los grupos sindicales 
expresaron su preocupación de que los dos sistemas no ofrecían ninguna opción 
para seguir el progreso de los casos. 
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La policía judicial, el CTI y los fiscales que investigan los casos penales de 
amenazas y homicidios son necesarios para determinar durante la fase inicial de 
una investigación si la víctima era un miembro activo o jubilado de un sindicato o 
si participaba activamente en la formación de sindicatos y de su organización.  
La Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación organizó la 
capacitación conjunta con tres unidades de homicidios sobre el manejo del lugar 
del delito en casos laborales a fin de evitar la pérdida de pruebas valiosas. 
Transferir casos de las oficinas de campo regionales de la Fiscalía General de la 
Nación a la Unidad de Derechos Humanos y su subdependencia del trabajo puede 
tardar varios meses. 
 
El gobierno continuó incluyendo en su programa de protección a activistas 
laborales, personas que participan en actividades para la formación de sindicatos y 
a exsindicalistas amenazados por sus actividades pasadas. Al 15 de noviembre, la 
UNP brindó protección a 8.088 personas en situación de riesgo, de las cuales 639 
eran dirigentes o miembros sindicales (otras personas protegidas eran periodistas, 
defensores de los derechos humanos y solicitantes de restitución de tierras). Casi el 
20% del presupuesto de la UNP estaba asignado a la protección sindical, y se les 
proporcionaba aproximadamente a la mitad de los sindicalistas inscritos esquemas 
de protección “dura” como un guardaespaldas. Durante el año la UNP llevó a cabo 
una auditoría de todas sus listas de inscripción y borró los nombres de aquellos que 
habían sido eliminados de las listas pero que no habían sido oficialmente borrados 
de la contabilidad total en años anteriores. El Ministerio de Educación gestionó un 
programa de protección (transferencia) por separado para educadores, la mayoría 
de los cuales estaban sindicalizados. 
 
Entre el 1º de enero y el 31 de octubre, la UNP recibió 565 solicitudes de 
evaluación de riesgos de líderes o miembros sindicales. Después de que la UNP 
evaluara los riesgos, determinó que 203 de estos casos eran objeto de una 
“amenaza extraordinaria” o “amenaza extrema” y les proporcionó medidas de 
protección. El tiempo de tramitación antes de que los individuos recibiesen las 
prestaciones del programa de protección fue de 55 días en promedio, y en algunos 
casos, la etapa de análisis de riesgos se llevó a cabo en los 30 primeros días. 
 
La protección y la reubicación de docentes depende del Ministerio de Educación 
Nacional y las Secretarías de Educación Departamentales, pero la UNP conserva 
algunas responsabilidades para el análisis de riesgos y la protección de los 
miembros de la familia. Hasta final de septiembre, la UNP evaluó 799 casos de 
amenazas contra docentes, de los cuales se determinó que 70 eran de riesgo 
extraordinario o extremo. 
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Al término de 2012, la subdependencia de trabajo de la Fiscalía General de la 
Nación había obtenido 550 condenas de al menos 599 individuos por actos 
violentos contra los sindicalistas desde la fundación de la unidad en 2006. La 
oficina asignó a la subdependencia de trabajo 69 casos nuevos durante el año, con 
lo cual el total de casos activos ascendió a 991 al finalizar el año. La mayoría de 
estos casos permanecía bajo investigación o se encontraba en las etapas 
preliminares del proceso acusatorio. La unidad tenía un personal de 25 fiscales a 
tiempo completo.  
 
La violencia, las amenazas, el acoso y otras prácticas contra los sindicalistas 
continuaron afectando el ejercicio del derecho a la libertad sindical y la 
negociación colectiva. Por lo general, los sindicatos eran independientes del 
gobierno y los partidos políticos. 
 
La violencia y la discriminación contra miembros de los sindicatos disuadieron a 
algunos trabajadores de afiliarse y participar en actividades sindicales. La Fiscalía 
General reportó que 13 sindicalistas (sin incluir a docentes sindicalistas) fueron 
asesinados hasta final de octubre. Los docentes siguieron siendo el mayor 
porcentaje de miembros sindicales y el mayor porcentaje de víctimas de la 
violencia perpetrada por grupos armados ilegales. Según la Federación de 
Educadores Colombianos y la Fiscalía General, entre enero y octubre 11 docentes 
fueron asesinados. 
 
La Escuela Nacional Sindical (ENS), una ONG de derechos laborales y entidad de 
reflexión, reportó que 26 sindicalistas habían sido asesinados hasta final de 
diciembre. La ENS y otros grupos laborales reiteraron que centrarse solamente en 
los asesinatos encubría la verdadera naturaleza y el alcance de la violencia 
antisindical. Los grupos sindicales señalaron que en algunas regiones las 
violaciones no letales seguían en aumento. La ENS reportó 201 violaciones 
durante el año. Además de los homicidios reportados, hubo 143 amenazas de 
muerte, 11 ataques no mortales, 11 detenciones arbitrarias, 18 casos de acoso y dos 
casos de allanamientos ilegales. Las oficinas regionales de la Fiscalía General 
informaron de un total de 162 casos abiertos desde el 1 de enero a final de octubre 
por presuntas amenazas contra los sindicalistas. Reportó que en 14 de esos casos, 
un sospechoso había sido identificado. 
 
El 28 de enero, en Corinto, Cauca, unos asaltantes desconocidos dispararon y 
mataron al líder de la unión sindical de Sintrainagro, Juan Carlos Muñoz, mientras 
esperaba transporte para ir a su trabajo en el corte de caña de azúcar. Muñoz había 
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estado defendiendo a unos 90 trabajadores que habían sido despedidos, y ya había 
recibido amenazas de muerte. 
 
Si bien ha habido algunas condenas emblemáticas en los casos de asesinatos de 
sindicalistas en años anteriores, el ritmo de las investigaciones y condenas sigue 
siendo lento y continuaron los altos índices de impunidad. Los grupos sindicales 
manifestaron que aún quedaba mucho por hacer para abordar la impunidad de los 
autores de actos de violencia contra sindicalistas y el gran número de casos de 
amenazas. La Fiscalía General de la Nación indicó que priorizaba los casos según 
la gravedad y que tenía una acumulación de casos de menor prioridad. 
 
La investigación del asesinato en 2012 de Miguel Ángel Mallama, uno de los 
miembros fundadores del Sindicato de Trabajadores y Empleados Públicos del 
municipio de Jamundí (Sintraxamundi), continuaba a final de año. 
 
Los sindicatos citaron varios casos en que las empresas despidieron a los 
empleados que formaron o habían tratado de formar nuevos sindicatos. Los 
empleadores siguieron utilizando contratos temporales, agencias de servicios y las 
CTA y otros subcontratos para limitar los derechos y las protecciones de los 
trabajadores y reducir los costos. Muchos empleadores utilizaron los subcontratos 
para evitar las protecciones provistas por la ley de trabajo para los empleados. Las 
multas que el gobierno aplicó no hizo mucho por disuadir a los infractores ya que 
las multas a menudo no se cobran y muchas compañías eligen apelar en vez de 
pagar las multas. Según la ASOCAÑA, una asociación de trabajadores del sector 
azucarero, las leyes y sanciones reforzadas que rigen las CTA y otras formas de 
intermediación laboral ilegal influyeron para que varias empresas contrataran a 
trabajadores de la CTA directamente. La ASOCAÑA reportó que, a noviembre, se 
habían desmantelado 84 CTA en la industria azucarera y que 6.825 de los 9.153 
cortadores de caña de azúcar de la asociación (74%) tenían contratos de trabajo 
directos con un empleador según las normativas del código de trabajo. 
 
Durante el año, aumentaron los informes de que cooperativas ilegítimas, sin 
independencia financiera y operativa de los usuarios, estaban convirtiendo su 
situación jurídica a sociedades por acciones simplificadas (SAS) y al mismo 
tiempo seguían quebrantando ciertas leyes contractuales, como la intermediación 
laboral, y menoscabando los derechos laborales. Muchos sindicatos observaron que 
las SAS eran sencillamente otra forma de subcontratar. Si bien en teoría los 
trabajadores de las SAS pueden ejercer su derecho a organizarse y negociar 
colectivamente con la dirección de la SAS, aparentemente en algunos casos las 
SAS tenían escaso o ningún control sobre las condiciones de empleo (de forma 
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muy similar a las cooperativas ilegítimas). El Ministerio del Trabajo reclamó que 
cualquier estructura corporativa, como las SAS, pueden ser multada por 
infracciones laborales. 
 
Mientras que algunos académicos y sindicalistas defendían la función de los 
contratos sindicales, otros creían que las uniones formadas con el fin de la 
subcontratación exageraban las verdaderas estadísticas de participación sindical y 
limitaban los derechos de negociación colectiva.  
 
De las CTA que transformaron sus relaciones laborales a relaciones de 
contratación directa, algunas se convirtieron en SAS a fin de contratar 
directamente a los trabajadores. Confederaciones sindicales y ONG informaron 
que algunos propietarios de negocios en varios sectores utilizaron SAS, contratos 
sindicales o agencias de servicios temporales con el fin de eludir las nuevas 
restricciones legales a las cooperativas. Los sindicatos continuaron expresando 
reservas sobre la fuerza de la ley en relación con las CTA y la intermediación 
laboral, así como de la capacidad del gobierno para regular adecuadamente debido 
a la escasez de inspectores de trabajo. 
 
El Sindicato de Trabajadores Portuarios calculó que, durante el año, el 60% de la 
fuerza laboral en los puertos estuvo empleada según contratos flexibles no 
sindicalizados. El Ministerio del Trabajo reportó que, en el sector portuario de 
Buenaventura, realizó 34 visitas de inspección hasta el 4 de septiembre que dieron 
lugar al inicio de una investigación y a la sanción de nueve empresas por diversas 
infracciones al derecho laboral. Las mediaciones laborales resultaron en acuerdos 
de más de 7.000 millones de pesos (US$3,6 millones).  
 
Algunas refinerías de azúcar y de etanol también utilizaban a las CTA como forma 
de subcontratar la mano de obra con terceros, y algunos cortadores de caña de 
azúcar, predominantemente afrocolombianos e indígenas, fueron obligados a 
pertenecer a una CTA para obtener empleo. Cierto número de grandes refinerías de 
azúcar contrataron a cortadores de caña directamente que habían pertenecido a una 
CTA anteriormente, a menudo por medio de las SAS. Los grupos laborales 
mencionaron preocupaciones en cuanto a que las compañías estaban utilizando las 
SAS como otro método de mediación laboral. Aunque la ley no define claramente 
si esto es legalmente permisible, los sindicatos fueron respetados en todo el sector 
de la caña de azúcar. Los sindicalistas argumentaron que el uso de subcontratos 
utilizando la estructura de las SAS en La Cabaña, una compañía productora de 
azúcar, era parecido a una cooperativa ilegal porque las SAS no tenía 
independencia operativa y limitaba la posibilidad de negociar de los trabajadores 
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con sólo la gerencia de las SAS y no con la compañía primaria en cuanto a las 
condiciones de trabajo. Cuando un sindicato de cortadores de caña de azúcar 
intentó negociar las condiciones de trabajo a principio de año, se le negó el derecho 
a negociar colectivamente con la compañía contratista. El Ministerio del Trabajo 
afirmó que no había una relación directa entre empleador y empleado entre los 
cortadores de caña de azúcar, que están empleados bajo un modelo SAS, y la 
compañía.  
 
Las CTA y otras instituciones de subcontratación también eran comunes en el 
sector del aceite de palma. Las Brisas, una gran empresa en el sector de la palma y 
la primera en ser multada por utilizar cooperativas ilegales, afirmó que no pensaba 
pagar las sanciones del Ministerio del Trabajo o formalizar a trabajadores bajo las 
nuevas leyes laborales. En otro caso, la compañía de aceite de palma, Bucarelia, 
cambió su registro de producción de aceite de palma a “comercialización” del 
mismo. Hubo quienes argumentaron que este cambio estaba diseñado para evitar 
regularizar a los trabajadores a través del intento de limitar las actividades 
esenciales del objetivo de la compañía y por tanto el número de trabajadores que 
tenían que contratar directamente comparado con el que podía subcontratar, a sólo 
aquellos empleados que estaban involucrados en el mercadeo y venta del aceite de 
palma y no los cultivadores y productores de aceite de palma. 
 
b. Prohibición de trabajo forzado u obligatorio 
 
La ley prohíbe toda forma de trabajo forzado u obligatorio. El gobierno no hizo 
cumplir efectivamente la ley en todos los casos y continuaron los informes sobre la 
ocurrencia de estas prácticas. 
 
Bandas delictivas organizadas y guerrilleros de las FARC y el ELN practicaban el 
reclutamiento forzado en zonas rurales y urbanas, y a veces mataban a los 
desertores o amenazaban a ellos y a sus familias. Hubo algunas denuncias de que 
guerrilleros de las FARC y el ELN y las bandas delictivas organizadas utilizaron el 
trabajo forzado, incluido el trabajo forzado de menores, en el cultivo de la coca y la 
minería ilegal en las zonas fuera del control del gobierno (véase la sección 1.g.). El 
ICBF comentó que era difícil proporcionar estadísticas exactas en cuanto al 
número de menores que participaban en grupos armados ilegales debido a la 
naturaleza clandestina de los mismos.  
 
El trabajo forzado en otros sectores, incluida la mendicidad organizada y el 
servicio doméstico, también siguió siendo un problema grave. 
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Véase también el informe Trafficking in Persons Report [Informe sobre la Trata de 
Personas] del Departamento de Estado en www.state.gov/g/tip. 
 
c. Prohibición del trabajo de menores y la edad mínima para trabajar 
 
La ley establece que la edad mínima para el empleo es 15 años y 18 años para 
trabajos peligrosos. Los menores de entre 15 y 16 años pueden trabajar no más de 
30 horas a la semana, y los de 17 años pueden trabajar no más de 40 horas a la 
semana. Los menores de 15 años pueden trabajar en las artes, los deportes o en 
actividades recreativas o culturales por un máximo de 14 horas a la semana. En 
todos estos casos, los niños y adolescentes que trabajen deberán haber firmado la 
documentación presentada por sus padres y aprobada por un inspector de trabajo u 
otra autoridad local. 
 
La ley prohíbe el trabajo nocturno de los menores o cuando existe riesgo de daño 
físico o exposición a calor, frío o ruido excesivos. El gobierno actualizó su lista de 
actividades peligrosas por medio del decreto 3597. El trabajo peligroso incluye una 
extensa lista de actividades dentro de 11 categorías y subcategorías ocupacionales 
identificadas como las “peores formas de trabajo de menores”, entre ellas las de 
agricultura, caza y silvicultura, pesca, minería y cantería, manufactura, 
construcción, transporte y almacenamiento, servicios de salud y defensa. El 
gobierno, sin embargo, aprobó algunos programas de aprendizaje agrícola para 
menores de 14 a 17 años de edad por medio del organismo Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA). El programa es de educación solamente para los menores de 
14 años de edad,  y a ellos no se les permite trabajar. 
 
La ley 1610, aprobada en enero, autoriza a los inspectores a imponer multas de 
hasta 500 veces el salario mínimo mensual por infracciones a la ley del trabajo, 
incluidas las relacionadas con el trabajo de menores. Una infracciones que se 
considere ponga en peligro la vida de un menor o amenace los valores morales 
puede ser sancionada con el cierre temporal o definitivo del establecimiento. Los 
inspectores de trabajo en todo el país son los responsables de hacer cumplir las 
leyes sobre trabajo de menores. El gobierno proporcionó directrices a los 
inspectores de trabajo destinadas a garantizar que los menores de 15 años de edad 
no trabajen y que los adolescentes de 15 a 17 años que tengan permisos de trabajo 
no realicen trabajos peligrosos. Los inspectores vigilaron el sector formal (que 
aproximadamente cubría el 20% de la fuerza laboral de menores) con inspecciones 
periódicas. Los recursos y la capacitación siguen siendo insuficientes para una 
aplicación eficaz. Hasta final de octubre, se llevaron a cabo 929 inspecciones de 

http://www.state.gov/j/tip
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lugares de trabajo y los inspectores comprobaron si los trabajadores adolescentes 
estaban empleados pero no reportaron a cuántos menores se identificaron. 
 
Los organismos gubernamentales realizaron varias actividades para erradicar y 
prevenir la explotación laboral infantil. Con asistencia de la OIT, el gobierno 
siguió mejorando la cooperación entre los gobiernos nacionales, regionales y 
municipales mediante su plan nacional para erradicar el trabajo infantil y proteger 
a lo/as jóvenes que trabajan. También siguió aplicando un nuevo sistema de 
supervisión para inscribir a los menores que trabajan. El gobierno también trató de 
reducir la demanda de mano de obra de menores mediante las actividades de 
concientización pública y de capacitación, trabajando a menudo con las 
organizaciones internacionales y la sociedad civil. Un programa de capacitación 
virtual para inspectores de trabajo en varios departamentos continuó 
proporcionando a los inspectores y a otros funcionarios detalles sobre cómo 
abordar situaciones relacionadas con las peores formas de trabajo menores. 
 
El gobierno, por medio del Ministerio de Trabajo, continuó siguiendo el plan de 
2008, esbozado en la Estrategia Nacional para Evitar y Erradicar las Peores Formas 
de Trabajo Infantil y Proteger al Joven Trabajador, y continuó la mesa redonda 
para el grupo de diálogo, en la que participan representantes del gobierno, 
miembros de las tres confederaciones del trabajo más grandes y la sociedad civil. 
El grupo enfocó su trabajo en formalizar un sistema de inscripción integrado para 
información sobre el trabajo infantil que permitiría que entidades públicas y 
privadas reportaran información sobre trabajadores infantiles.  
 
El gobierno siguió combatiendo la minería ilegal y formalizando la producción 
minera artesanal, con el objetivo de erradicar el trabajo infantil y el trabajo 
forzado. Las dependencias regionales del ICBF tuvieron a su cargo la dirección de 
las iniciativas para combatir el trabajo infantil en la minería a nivel local, para lo 
cual colaboraron con el ministerio y otras dependencias del gobierno para 
coordinar las respuestas. En las reuniones interinstitucionales de trabajo infantil, el 
Ministerio del Trabajo informó que los menores que se encontraban trabajando en 
operaciones mineras ilegales fueron atendidos por cualquier gobierno presente en 
la zona, ya fuera la policía, el ICBF, los docentes, o el DSP. Mientras que todas las 
entidades tenían directivas sobre cómo manejar y reportar casos de trabajo infantil, 
no estaba claro si todos los casos fueron remitidos al ICBF.  
 
El CNP también llevó a cabo iniciativas de concientización para reducir el trabajo 
de menores, entre ellas la campaña Abre Tus Ojos que enseñó a los niños y 
adolescentes a ser conscientes de sus alrededores cuando están en áreas recreativas, 



COLOMBIA 63 

Country Reports on Human Rights Practices for 2013 
United States Department of State • Bureau of Democracy, Human Rights and Labor 

eventos deportivos y otros lugares públicos donde pueden ser blanco para el 
trabajo infantil. El CNP explicó a los menores y a sus padres los posibles peligros 
y las actividades ilegales para los jóvenes, incluido el trabajo infantil. Este 
programa siguió incluyendo actividades para niños en un autobús equipado con 
proyecciones interactivas. 
 
El trabajo infantil siguió siendo un problema en los sectores informales e ilícitos. 
Según un estudio del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
publicado durante el año, de los 11,3 millones de niños entre las edades de 5 y 17 
años, se estima que 1,1 millón trabajaron fuera del hogar (aproximadamente el 
13,1% de los varones del país y el 6,8% de todas las niñas). La tasa nacional de 
niños que trabajaban fuera del hogar era del 9%, siendo el 5,4% de menores de 5 a 
14 años de edad y el 24,3% de los adolescentes de 15 a 17 años de edad. Cuando se 
incluye a los niños que trabajan en sus hogares y entorno a ellos en actividades 
domésticas por más de 15 horas a la semana (pero que no trabajaban fuera del 
hogar), la tasa nacional de menores que trabajaban fuera del hogar era del 15,2%, 
un 15,5% de todos los niños y un 14,8% de niñas. El 8% de menores entre los 5 y 
17 años trabajaban fuera del hogar o en actividades domésticas por más de 15 
horas a la semana; el 38,6% de todos los niños de 15 a 17 años trabajaban en el 
hogar o fuera del mismo. Conforme al estudio, el 47,5% de los menores que 
trabajaban en zonas urbanas realizaron tareas en el comercio, la hotelería y 
restaurantes, mientras que el 68,9% de los menores que trabajaban en zonas rurales 
participaron en la agricultura, la pesca, la ganadería, la caza y el trabajo forestal; el 
47,9% de los menores de 5 a 17 años no recibió remuneración. 
 
Hubo un alto índice de menores trabajando en la producción de ladrillos de arcilla, 
carbón, esmeraldas, oro, coca y pornografía. También hubo casos de explotación 
sexual comercial de menores (véase la sección 6). Los niños trabajaron también 
como vendedores ambulantes y sirvientes domésticos, y hubo menores dedicados a 
mendigar y hurgar en la basura. Según el Ministerio del Trabajo y la OIT, más de 
20.000 niños trabajaban en el servicio doméstico. Se informó también de menores 
que trabajaban en pequeños centros de producción familiar en el mercado de la 
panela (azúcar morena sin refinar), así como de niños que trabajan en calidad de 
pimpeneros, vendiendo gasolina venezolana barata. 
 
Las prohibiciones contra el trabajo de menores en la minería y la construcción 
fueron ignoradas en gran medida. Algunas instituciones educativas modificaban 
sus horarios durante las temporadas de cosecha para que los menores pudieran 
ayudar en la granja familiar. Los menores trabajaban en la minería artesanal del 
carbón, arcilla, esmeraldas y oro en condiciones peligrosas y en muchos casos con 
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la aprobación o la insistencia de sus padres. Los esfuerzos del ICBF por ayudar a 
los menores que trabajaban en la minería ilegal se enfocaron en los departamentos 
de Boyacá, Bolívar, César, Cundinamarca y Nariño. 
 
Siguieron los casos de trabajo infantil forzado en minas, canteras y casas 
particulares. Según funcionarios públicos y organizaciones internacionales, los 
menores también fueron reclutados, a veces por la fuerza, para trabajar en el 
comercio ilegal de drogas y otras actividades ilícitas. Las FARC, el ELN y las 
bandas delictivas organizadas forzaron a varios millares de menores a prostituirse, 
a ser combatientes o a recolectar coca (véase la sección 1.g.). 
 
Véase también Findings on the Worst Forms of Child Labor, el informe del 
Departamento del Trabajo sobre las peores formas de trabajo infantil, en 
www.dol.gov/ilab/programs/ocft/tda.htm. 
 
e. Condiciones laborales aceptables 
 
El salario mínimo mensual fue de 589.500 pesos (US$303) para todos los sectores. 
Según la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales  (DIAN), al mes de junio, 
el 32,2% de la población vivía en la pobreza: el 28% de la población urbana y el 
46% de la población rural vivía por debajo de la línea de pobreza. La parte de la 
población nacional que vivía en pobreza extrema era del 10,1%. En zonas urbanas 
el 6,5% de la población vivía en la pobreza extrema, mientras que en el resto del 
país el 21,8% de sus habitantes vivía por debajo de la línea extrema de pobreza. 
 
La ley establece una semana laboral regular de 48 horas y un período mínimo de 
descanso de ocho horas por semana. La ley establece vacaciones anuales civiles y 
religiosas pagadas para todos los trabajadores. Los empleados que trabajan por lo 
menos un año completo tienen derecho a un mínimo de 15 días de vacaciones 
pagadas. La ley estipula que los trabajadores tienen derecho a recibir remuneración 
adicional por las horas extra trabajadas en la semana por encima de las 48 horas y 
por el trabajo realizado los domingos. La ley permite las horas extras obligatorias 
sólo en casos excepcionales, cuando el trabajo se considere esencial para el 
funcionamiento de la empresa. 
 
La ley establece la protección de la seguridad ocupacional y de salud de los 
trabajadores en el sector formal. Los estándares establecidos en general estaban 
actualizados y eran los correctos para las principales industrias formalizadas del 
país. La ley no confiere protección a los trabajadores del sector informal, entre 
ellos muchos trabajadores de la minería y la agricultura. 

http://www.dol.gov/ilab/programs/ocft/tda.htm
http://www.dian.gov.co/
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El Ministerio del Trabajo hizo cumplir la legislación laboral, como los reglamentos 
de seguridad ocupacional y de salud, en el sector formal mediante inspecciones 
periódicas realizadas por los inspectores de trabajo. A septiembre, existían 634 
puestos de inspectores, de los cuales 546 estaban ocupados. Los sindicalistas 
afirmaron que las multas eran demasiado bajas para formalizar la fuerza de trabajo. 
La mayoría de las empresas multadas prefirió optar por un proceso de apelación en 
lugar de pagar la multa o contratar directamente a los trabajadores para eliminar la 
multa. 
 
Si bien los inspectores de trabajo del gobierno tomaron medidas administrativas 
para hacer cumplir el salario mínimo en el sector formal, el gobierno no logró 
hacer cumplir el salario mínimo en el sector informal que, de acuerdo con la 
DIAN, empleó aproximadamente el 49% de los que percibieron el salario mínimo 
o menos durante el año. 
 
A fin de alentar la formalización del trabajo, el Ministerio del Trabajo siguió 
promoviendo la generación de puestos de trabajo formales en regiones con índices 
altos de empleo informal. Según el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística, aproximadamente el 51% de la economía residía en el sector formal. 
Desde noviembre de 2011 hasta mayo, el ministerio informó que, con las leyes de 
formalización y la coordinación de recortes fiscales, se generaron 841.000 puestos 
de trabajo para jóvenes en el sector formal y 23.587 para mujeres mayores de 40 
años. Existía un programa gubernamental para aumentar la posibilidad de empleo 
para las personas en extrema pobreza o desplazadas. Otro programa, dirigido a las 
personas mayores que no percibían una pensión o que vivían en situación de 
extrema pobreza, ofreció servicios sociales a más de 1.229.250 ciudadanos desde 
su lanzamiento en 2003 hasta agosto. Un tercer programa proporcionó asistencia a 
las personas mayores que, debido a su participación en una economía informal, 
percibían menos que el salario mensual mínimo. Los participantes en este 
programa recibieron un pago del gobierno en proporción con sus contribuciones 
personales a la caja de jubilaciones. 
 
Los trabajadores no sindicalizados, en particular los de los sectores agrícola y 
portuario, supuestamente trabajaban en condiciones peligrosas porque temían 
perder sus puestos de trabajo en los mecanismos de contratación de terceros o 
arreglos informales si criticaban los abusos. 
 
Entre enero y agosto, las fuerzas de seguridad y otros funcionarios clausuraron más 
de 374 minas ilegales como parte de una iniciativa interinstitucional integral para 
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combatir la minería ilegal. Las fuerzas de seguridad informaron que los grupos 
armados ilegales como las FARC, el ELN y los grupos delictivos organizados 
participaron en la minería ilegal de oro, carbón, coltán, níquel, cobre y otros 
minerales. Las minas ilegales son especialmente comunes en Antioquia, Córdoba, 
Chocó y Tolima. 
 
Según la Agencia Nacional de Minería, el instituto de supervisión geológica y 
minera del gobierno, hubo 62 muertes por accidentes en las minas hasta final de 
julio.  
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